AL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

DON JOSE LUIS GARCÍA GUARDIA, Procurador de los Tribunales y de los Sres. Diputados del grupo parlamentario de Ciudadanos en el Parlamento de Cataluña Dª. Inés Arrimadas García, D. Matías Alonso Ruíz, Dª. Susana Beltrán García, Dª. Marina Bravo Sobrino, D. Carlos Carrizosa Torres, D. Juan María Castel Sucarrat, Dª. Noemí de la Calle Sifré, D. Fernando Tomás de Páramo Gómez, Dª. Carmen de Rivera Pla, D. Francisco Javier Domínguez Serrano, D. José María Espejo-Saavedra Conesa, D. Antonio Espinosa Cerrato, D. Jesús Galiano Gutiérrez, D. Joan García González, D. Francisco Javier Hervías Chirosa, D. David Mejía Ayra, D. Javier Rivas Escamilla, Dª. Lorena Roldán Suárez, D. Alfonso Sánchez Fisac, D. Carlos Sánchez Martín, D. Sergio Sanz Jiménez, Dª. Sonia Sierra Infante, D. Jorge Soler González, Dª. Elisabeth Valencia Mimbrero, Dª. Laura Vílchez Sánchez, ante el Tribunal Constitucional comparece y, como en Derecho mejor proceda, DICE:

Que, con arreglo a los artículos 53.2 de la Constitución Española (en adelante, CE) y 41, 42, 46.1 y concordantes de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante, LOTC), mediante este escrito interpone RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL contra (1) Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Cataluña del día 1 de marzo de 2016 por el que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de leyes integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento de Cataluña (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 72, de 3 de marzo de 2016); y (2) Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Cataluña de 8 de marzo de 2016 por el que se ratifica el anterior Acuerdo de 1 de marzo de 2016 (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 77, de 10 de marzo de 2016).

Como documento 1 se aporta el poder; como documentos 2 y 3 se acompañan copias de los Acuerdos impugnados antes referidos. 

La demanda de amparo se basa en los siguientes 

HECHOS

PRIMERO. En el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 72, de 3 de marzo de 2016 se publicó el Acuerdo de la Mesa del Parlamento del día 1 de marzo de 2016 por el que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento. 
SEGUNDO. Ante la ilegalidad del indicado Acuerdo, el grupo parlamentario Ciudadanos, al igual que otros grupos, solicitaron, mediante escrito de 4 de marzo de 2016, la reconsideración por la Mesa del citado Acuerdo. Se adjunta como documento 4. 
TERCERO. La Mesa rechazó la reconsideración solicitada y vino a confirmar en su totalidad el anterior acuerdo. En el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 77, de 10 de marzo de 2016, se publicó el Acuerdo de la Mesa del Parlamento de 8 de marzo de 2016 por el que se ratifica el anterior Acuerdo de 1 de marzo de 2016. 

CUARTO. Ante la escandalosa ilegalidad que supone la conculcación del derecho fundamental de mis representados, esta parte procede a la interposición del recurso de amparo que nos ocupa, sobre la base de los siguientes fundamentos jurídicos que se exponen. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO
I. CONSTITUCIONALES PROCESALES
Primero. Jurisdicción y competencia. 

La jurisdicción y competencia para conocer del presente recurso de amparo corresponde al Tribunal Constitucional para su conocimiento en la Sala o la Sección que corresponda, según resulta de los artículos 53.2 y 161.1.b) CE y 2.1.b), 8.3, 11.1 y 48 LOTC.

Segundo. Legitimación activa. 

Los recurrentes están legitimados como personas directamente afectadas por las decisiones impugnadas de la Mesa [art. 46.1.a) LOTC] y por ostentar un "interés legítimo" en las mismas [art. 162.1.b) CE].

Todos los demandantes de amparo son diputados electos por el Parlamento de Cataluña, como consta en el documento 1 aportado con esta demanda, por lo que están legitimados para ejercitar sus derechos fundamentales reconocidos en el artículo 23 CE gravemente desconocidos por los Acuerdos impugnados.
Tercero. Cumplimiento de los requisitos del art. 42 LOTC. 

La presente demanda satisface los requisitos del art. 42 LOTC que establece que “las decisiones o actos sin valor de Ley, emanados de las Cortes o de cualquiera de sus órganos, o de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, o de sus órganos, que violen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, podrán ser recurridos dentro del plazo de tres meses desde que, con arreglo a las normas internas de las Cámaras o Asambleas, sean firmes”.

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, los recurrentes solicitaron de la Mesa la reconsideración de su decisión, por lo que esta ha devenido firme con arreglo a las normas internas de la Cámara o Asamblea, como impone el citado artículo 42 LOTC. 

Cuarto. Demanda en tiempo y forma. 

Esta demanda se presenta dentro del plazo de tres meses que establece el art. 42 LOTC, una vez la decisión devino firme de acuerdo con las normas internas de la  Cámara. 

La presente demanda ha sido redactada como exige el art. 49.1 LOTC (incluida la justificación de la especial trascendencia constitucional del recurso) y con ella se presentan los documentos preceptivos y copias (art. 49, apartados 2 y 3, LOTC).

II. CONSTITUCIONALES SUSTANTIVOS
El art. 49.1 LOTC establece unos requisitos sustantivos que ha de cumplir el recurso de amparo constitucional: (1) se cita como precepto constitucional infringido el artículo 23 CE. Y (2) es necesario que el recurso revista “especial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales” [art. 50.1 b) LOTC] y esa especial trascendencia se “justificará” en la demanda de amparo (art. 49.1 LOTC). 

Primero. La vulneración del derecho fundamental del artículo 23 CE

1. Los acuerdos de la Mesa del Parlamento de Cataluña han vulnerado el derecho de mis representados consignado en el citado artículo 23 CE. Este, como es sabido, reconoce el derecho fundamental de los cargos públicos a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participare en los asuntos públicos. Esta lesión se produce mediante el incumplimiento de la legalidad a la que está sometida los órganos parlamentarios, en este caso, la Mesa del Parlamento, en particular, el Reglamento del Parlamento de Cataluña (Texto refundido del Reglamento del Parlamento, aprobado por la Mesa del Parlamento, oída la Junta de Portavoces, el 28 de julio de 2015, en cumplimiento de la disposición final de la Reforma del Reglamento aprobada el 8 de julio de 2015, en adelante Reglamento del Parlamento), en relación con el Estatuto de Autonomía Cataluña (Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, en adelante Estatuto). 

A. LA DOCTRINA CONSTITUCIONAL SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL A ACCEDER EN CONDICIONES DE IGUALDAD A LAS FUNCIONES Y CARGOS PÚBLICOS: EL PARÁMETRO PARA CALIBRAR LAS LESIONES AL DERECHO FUNDAMENTAL DE MIS REPRESENTADOS

2. El parámetro para calibrar y determinar, como sostenemos, la conculcación del derecho fundamental, no puede ser otro que la doctrina general que el Tribunal ante el que comparecemos y alegamos ha formulado en sus Sentencias, en particular, la última que se ocupa de una situación equivalente. Nos referimos a la Sentencia 23/2015, de 16 de febrero (Asunto: recurso de amparo contra los acuerdos de la Mesa de la Asamblea de Madrid que dispusieron la inadmisión de las solicitudes de comparecencia, la pregunta de respuesta escrita  y la proposición no de ley presentadas por un diputado regional). En el fundamento jurídico 3 se formula el cuerpo doctrinal de referencia que, a nuestros efectos, exponemos en los siguientes términos:

a. [La cuestión objeto de controversia constitucional se refiere a los acuerdos parlamentarios que vulneran el derecho del recurrente a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participare en los asuntos públicos]

“la cuestión suscitada se contrae a determinar si los acuerdos de la Mesa de la Asamblea de Madrid de no admitir a trámite las iniciativas parlamentarias que se mencionan en el encabezamiento de esta Sentencia han vulnerado el derecho del recurrente a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos que señalen las leyes (art. 23.2 CE), en relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos (art. 23.1 CE).” 

b. [La consolidada doctrina constitucional sobre el derecho fundamental objeto de controversia, con referencia a las Sentencias en que ha sido formulada] 

“La cuestión que se somete a consideración ni es nueva, en términos materiales, ni tampoco en razón de su procedencia. El Tribunal, en distintas resoluciones, ha tenido ocasión de pronunciarse sobre supuestos similares acontecidos en la Asamblea de Madrid e, incluso, en recursos presentados por el mismo demandante, en particular, en las antes señaladas SSTC 200/2014, de 15 de diciembre, 201/2014, de 15 de diciembre, 202/2014, de 15 de diciembre y 1/2015, de 19 de enero. Por todo ello, habrá de estarse a los pronunciamientos dictados anteriormente en la medida en que las circunstancias fácticas del caso que ahora es objeto de la presente resolución así lo permitan.”

“En todo caso, en las referidas Sentencias hemos traído a colación, para la resolución de la cuestión suscitada, la doctrina constitucional sobre los mencionados derechos fundamentales, para ponerla en conexión con la potestad de la Mesa de la Cámara de calificar y admitir o no a trámite las iniciativas parlamentarias, recogida, entre otras muchas, en las SSTC 38/1999, de 22 de marzo, FFJJ 2 y 3; 107/2001, de 23 de abril, FJ 3; 203/2001, de 15 de octubre, FFJJ 2 y 3; 177/2002, de 14 de octubre, FJ 3; 40/2003, de 27 de febrero, FJ 2, y 78/2006, de 13 de marzo, FJ 3, …”
c. [El derecho del recurrente a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, es un derecho de configuración legal, de modo que las facultades que las normas le reconocen al representante pasan a integrarse en el contenido de aquél derecho. La conculcación de tales facultades supone la del contenido constitucional del derecho fundamental. El ius in officium queda protegido por el derecho fundamental]
“… de la que cabe destacar, como inequívocamente se desprende del inciso final del propio art. 23.2 CE, que se trata de un derecho de configuración legal y esa configuración corresponde a los Reglamentos parlamentarios, a los que compete fijar y ordenar los derechos y atribuciones propios de los parlamentarios, los cuales, una vez creados, quedan integrados en el estatuto propio de su cargo, con la consecuencia de que podrán sus titulares, al amparo del art. 23.2 CE, reclamar la protección del ius in officium que consideren ilegítimamente constreñido o ignorado por actos del poder público, incluidos los provenientes del propio órgano en el que se integren y, en concreto, hacerlo ante este Tribunal por el cauce del recurso de amparo, según lo previsto en el art. 42 de nuestra Ley Orgánica (SSTC 161/1988, FJ 7; 38/1999, FJ 2; 27/2000, de 31 de enero, FJ 4; 107/2001, FJ 3; 203/2001, FJ 2; 177/2002, FJ 3, y 40/2003, FJ 2).
d. [No cualquier acto del órgano parlamentario que infrinja el ius in officium resulta lesivo del derecho fundamental, sólo los que afecten de manera lesiva a las facultades que conforman el núcleo de la función representativa parlamentaria] 

“…hemos precisado que no cualquier acto del órgano parlamentario que infrinja la legalidad del ius in officium resulta lesivo del derecho fundamental, pues sólo poseen relevancia constitucional, a estos efectos, los derechos o facultades atribuidos al representante que pertenezcan al núcleo de su función representativa parlamentaria, como son indudablemente, el ejercicio de la función legislativa o de control de la acción de Gobierno, siendo vulnerado el art. 23.2 CE si los propios órganos de las Asambleas impiden o coartan su práctica o adoptan decisiones que contraríen la naturaleza de la representación o la igualdad de representantes.”

e. [Las normas que limitan el ius in officium que configura legalmente el derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, han de ser interpretadas de manera restrictiva]
“Tales circunstancias imponen a los órganos parlamentarios una interpretación restrictiva de todas aquellas normas que puedan suponer una limitación al ejercicio de aquellos derechos o atribuciones que integran el estatuto constitucionalmente relevante del representante público y a motivar las razones de su aplicación, bajo pena, no sólo de vulnerar el derecho fundamental del representante de los ciudadanos a ejercer su cargo (art. 23.2 CE), sino también de infringir el de éstos a participar en los asuntos públicos, ex art. 23.1 CE (SSTC 38/1999, FJ 2; 107/2001, FJ 3, y 40/2003, FJ 2, entre otras muchas).”
f. [El ejercicio que haga la mesa del parlamento de sus funciones, en particular, la de control, ha de ajustarse a la legalidad, en especial, la configuradora del derecho fundamental y estar presidido por el principio de interpretación más favorable a la eficacia de dicho derecho]
“Asimismo hemos recordado que no vulnera aquel ius in officium, el ejercicio de la función de control por las mesas de las Cámaras, estatales o autonómicas, sobre los escritos y documentos parlamentarios, “siempre que tras ese examen de la iniciativa a la luz del canon normativo del Reglamento parlamentario no se esconda un juicio sobre la oportunidad política” (STC 40/2003, FJ 2). Únicamente puede existir un control material cuando la limitación venga establecida en la propia Constitución, las leyes que integran el bloque de la constitucionalidad o el Reglamento parlamentario concreto de aplicación. En caso contrario la verificación será siempre formal, de modo que “cualquier rechazo arbitrario o no motivado causará lesión” del derecho del parlamentario, debiendo tenerse presente también “el principio de interpretación más favorable a la eficacia de los derechos fundamentales, que ha sido afirmado por este Tribunal también en relación con el art. 23.2 CE (SSTC 177/2002, FJ 3 y 40/2003, FJ 2)” (SSTC 201/2014, de 15 de diciembre, FJ 3 y 1/2015, de 19 de enero, FJ 3).”
3. El citado cuerpo doctrinal, pone de relieve unos aspectos que son centrales a los efectos que nos ocupan: 
a. El derecho fundamental de los cargos públicos, al que se refiere el artículo 23.2 CE, a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participare en los asuntos públicos, es un derecho de configuración legal, como así lo establece el apartado final del mismo precepto constitucional. 
b. La legislación, en particular, la parlamentaria (Reglamento de la Cámara) es la que llena de contenido el indicado derecho hasta conformar el estatuto jurídico del representante, en este caso, parlamentario.
c. En el estatuto jurídico del representante, fruto de la legislación, en particular, la parlamentaria, se puede identificar el “estatuto constitucionalmente relevante del representante público” que es el que comprende los “derechos o facultades… que pertenezcan al núcleo de su función representativa parlamentaria”. 
d. Cualquier afectación lesiva a dicho “estatuto constitucionalmente relevante” supone también la del derecho fundamental de los cargos públicos a acceder y, por consiguiente, ejercer las funciones propias del cargo, en particular, las del representante de los ciudadanos. La afectación lesiva supone, así pues, la del derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos. 
e. Las funciones de control que corresponde a los órganos de gobierno de las Cámaras no pueden suponer un control de la oportunidad política. El control podrá ser material “cuando la limitación venga establecida en la propia Constitución, las leyes que integran el bloque de la constitucionalidad o el Reglamento parlamentario concreto de aplicación. En caso contrario la verificación será siempre formal”.
4. En el caso que nos ocupa, los dos acuerdos adoptados por la Mesa supone una afectación lesiva del estatuto constitucionalmente relevante de mis representados. Dicha afectación se produce por la ilegalidad de los acuerdos pero, además, porque dichos acuerdos ilegales sirven a la ejecución de la la Resolución del Parlamento de Cataluña 1/XI, de 9 de noviembre de 2015, sobre el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia de los resultados electorales del 27 de septiembre de 2015 (apartado quinto), que fue declarada inconstitucional y nula por la Sentencia del Tribunal Constitucional 259/2015, de 2 de diciembre de 2015. 
Esta circunstancia, no precisamente menor, se traduce, en el contexto del reglamento parlamentario, que los diputados, en particular, mis representados, quedan obligados a participar en comisiones y ponencias que no sólo incumplen la Constitución sino, también y singularmente, la obligación que pesa sobre todos los poderes públicos de cumplir lo que el Tribunal resuelva (art. 87 LOTC). En consecuencia, la lesión del derecho de mis representados es, también, la consecuencia del inconstitucional proceder de la Mesa del Parlamento de Cataluña dirigida a incumplir la Sentencia del Tribunal Constitucional 259/2015. 

5. Por lo tanto, la lesión es directa, en los términos que se dirá, pero también indirecta por cuanto los acuerdos sirven a un propósito, la ejecución de la indicada Resolución del Parlamento, que dicho Tribunal ha declarado inconstitucional y nulas, así como, por consiguiente todas las demás actuaciones que se dirijan a su ejecución. 
Entre una y otra ilegalidad no sólo hay una relación de instrumentalidad (el acuerdo de aprobación de las ponencias conjuntas sirve a la Resolución del Parlamento declarada inconstitucional y nula), sino que esa relación de instrumentalidad se proyecta sobre la lesión de los derechos fundamentales aquí en juego y, en particular, los de mis representados, en los términos que se indicarán a continuación. 

B. ILEGALIDAD DE LOS ACUERDOS QUE PRODUCEN UNA LESIÓN DIRECTA EN LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE MIS REPRESENTADOS
6. Los acuerdos son lesivos de los derechos fundamentales, en los términos indicados, porque lesiona facultades que integran el “estatuto constitucionalmente relevante del representante público” puesto que se trata de “derechos o facultades… que pertene[cen] al núcleo de su función representativa parlamentaria”. 
7. Para llegar a la conclusión expuesta tenemos que analizar: (1) los acuerdos adoptados; (2) su ilegalidad, en tanto que contrarios al Reglamento del Parlamento; y (3) la afectación lesiva o restrictiva de las facultades que pertenecen al núcleo de la función representativa que integran el “estatuto constitucionalmente relevante del representante público”, en este caso, mis representados. 

1) Acuerdos impugnados. Leyes de desarrollo básico del Estatuto de Autonomía. Objeto y función de la iniciativa legislativa conjunta
8. Los acuerdos adoptados son, como ya ha dicho, los siguientes: (1) Acuerdo de la Mesa del Parlamento del día 1 de marzo de 2016 por el que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 72, de 3 de marzo de 2016; y (2) Acuerdo de la Mesa del Parlamento de 8 de marzo de 2016 por el que se ratifica el anterior acuerdo (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 77, de 10 de marzo de 2016). 

9. Estos acuerdos suponen que la iniciativa legislativa correspondiente a las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, será ejercida de manera conjunta por todos los grupos parlamentarios de conformidad, como nos dicen, de lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento. 

10. La denominada “iniciativa legislativa conjunta” de todos los grupos parlamentarios está regulada en el citado artículo 126 del Reglamento del Parlamento como una singularidad dentro de la “especialidad” del procedimiento legislativo en relación con los “proyectos y las proposición de ley de desarrollo básico del Estatuto de autonomía de Cataluña, como se intitula el apartado primero de la sección tercera del capítulo II dedicado al procedimiento legislativo del título IV “del funcionamiento del Parlamento” del indicado Reglamento. Es importante subrayar que se trata de una singularidad dentro de un procedimiento legislativo “especial” que el Reglamento prevé para los “proyectos y las proposición de ley de desarrollo básico del Estatuto de autonomía de Cataluña”. 

11. El Estatuto de Autonomía de Cataluña enumera en el artículo 62.2 cuáles son tales “leyes de desarrollo básico del Estatuto”, así como la consecuencia jurídica de la calificación de una ley como de este tipo, en relación con su aprobación, modificación o derogación, en los siguientes términos:
“Son leyes de desarrollo básico del Estatuto las que regulan directamente las materias mencionadas por los artículos 2.3, 6, 37.2, 56.2, 67.5, 68.3, 77.3, 79.3, 81.2 y 94.1. La aprobación, la modificación y la derogación de dichas leyes requieren el voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del texto, salvo que el Estatuto establezca otra.”

12. Las leyes de desarrollo básico del Estatuto son objeto de una precisa delimitación estatutaria por referencia a unas materias que son identificadas por referencia a ciertos artículos del mismo Estatuto que se enumeran en el citado artículo 62.2. Estas materias, insistimos, referenciadas en los precisos artículos enumerados son las siguientes:
a. Artículo 2.3: [Administraciones locales]
b. Artículo 6: La lengua propia y las lenguas oficiales

c. Artículo 37.2: [Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña]

d. Artículo 56.2: [Régimen electoral]

e. Artículo 67.5: [Estatuto personal del Presidente o Presidenta de la Generalitat]

f. Artículo 68.3: [Ley reguladora de la organización, el funcionamiento y las atribuciones del Gobierno de la Generalitat]

g. Artículo 77.3: [Ley reguladora de la composición y el funcionamiento del Consejo de Garantías Estatutarias]
h. Artículo 79.3: [Ley reguladora del Síndic de Greuges]

i. Artículo 81.2: [Ley reguladora de la Sindicatura de Cuentas]

j. Artículo 94.1: [Ley de régimen jurídico especial del Valle de Arán]

13. Como se puede comprobar, la relación de materias se corresponden con elementos esenciales de Cataluña constituida como Comunidad Autónoma (ciudadanía, lengua y régimen electoral), con sus instituciones centrales dentro del sistema institucional regulado por el Estatuto (Presidente, Gobierno, Consejo de Garantías Estatutarias, Síndic de Greuges, Sindicatura de Cuentas), así como de su organización territorial (Administración local y régimen especial del Valle de Arán). 
14. Es coherente el Estatuto de Autonomía cuando considera que las leyes referidas a las materias indicadas son “leyes de desarrollo básico del Estatuto”. Son las que desarrollan elementos esenciales de Cataluña, como nacionalidad, de sus instituciones y de su organización territorial. A esta singularidad material se le asocia unas exigencias procedimentales, al servicio de aquella funcionalidad en el seno de la arquitectura institucional básica del autogobierno de Cataluña: “la aprobación, la modificación y la derogación de dichas leyes requieren el voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del texto, salvo que el Estatuto establezca otra.” Se requiere un amplio consenso entre todos los representantes para aprobar unas leyes que tienen tanta relevancia institucional. 
15. Asumiendo la singularidad de las leyes de desarrollo básico del Estatuto, el Reglamento del Parlamento ha arbitrado la posibilidad de la denominada iniciativa legislativa conjunta a la que se refiere el artículo 126 del Reglamento. Si las leyes de desarrollo básico del Estatuto exigen amplios consensos, imprescindible para su aprobación por mayoría absoluta, es lógico que se comiencen a trabar desde el primer momento, o sea, con ocasión de la iniciativa legislativo. Es más, cuando más trabados lo sean en esta fase, más fácilmente se alcanzará el que se necesita para su aprobación. Como decimos, es plenamente coherente el Reglamento en relación con el Estatuto. 
16. Mutatis mutandi, cuando el Tribunal Constitucional se ha enfrentado a la singularidad de las leyes orgánicas (art. 81 CE) que, como es sabido, exigen un quorum agravado para su aprobación, ha afirmado que no puede perderse de vista su carácter excepcional puesto que suponen una restricción de la democracia parlamentaria porque una mayoría podría, por esta vía, petrificar de manera abusiva el ordenamiento jurídico en beneficio de aquellos que en un momento dado gozaron de la mayoría parlamentaria suficiente, lo que sería negativo para el Estado democrático (SSTC de 13 de febrero de 1981 y 5 de agosto de 1983). La interpretación restrictiva se ha de aplicar, por los mismos efectos negativos respecto de la cláusula de Estado democrático, a cualquier reserva, como la contenida en el Estatuto de Autonomía que estamos comentando, que requiere una mayoría cualificada para la aprobación, modificación o derogación de leyes. Restringe el ámbito material en el que puede operar con plenitud la esencia de la democracia: el juego de mayorías y minorías en el seno del Parlamento para plasmar criterios u opciones políticas en las correspondientes normas. La exigencia de una mayoría relevante o cualificada reduce ese campo de juego porque quedan excluidos ciertos ámbitos reservados a las mayorías cualificadas, no a las simples mayorías. 
17. Así pues, (1) el Estatuto ha delimitado las leyes de desarrollo básico por referencia estricta a ciertas materias que, además, han sido precisadas en ciertos artículos del mismo Estatuto, y (2) la cláusula del Estado democrático impide una interpretación expansiva puesto que provocaría que la ordenación de otros ámbitos materiales quedase petrificada, en gráfica expresión del Tribunal Constitucional, porque se impediría que otra mayoría simple pudiese modificar o derogar lo aprobado. En otros términos, la excepcionalidad de las mayorías cualificadas alumbraría la excepcionalidad de una ordenación que sólo quedaría en manos de aquellas, privado a las mayorías usuales disponer de este otro ámbito material. Esta reducción de la democracia y su juego usual de mayoría / minoría supondría una reducción del ámbito del Estado democrático, lo que resulta, en el contexto de la economía de valores y principios de nuestra Constitución, inadmisible. 

18. Estas circunstancias explican, como se ha dicho, que el Reglamento del Parlamento sólo contemple la singularidad de la iniciativa legislativa conjunta en relación con las indicas leyes de desarrollo básico del Estatuto. Es lógico que si para aprobar estas leyes se requiere la mayoría absoluta de los miembros de la Cámara, los consensos o acuerdos se comiencen a trabar desde el mismo momento del comienzo de los trabajos que habrán de alumbrar la proposición de ley mediante el ejercicio de la iniciativa legislativa. 
2) Ilegalidad de los acuerdos de la Mesa por infracción del artículo 126 del Reglamento del Parlamento en relación con el artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía

19. Los Acuerdos de la Mesa de 1 y 8 de marzo de 2016 infringen de manera escandalosa lo dispuesto en artículo 126 del Reglamento del Parlamento. El citado artículo está dedicado, como así se intitula, a la “ponencia redactora”, insistimos, de una “ley de desarrollo básico del Estatuto de Autonomía” que requiere para su aprobación, modificación o derogación del voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del texto. El artículo 126 dispone lo siguiente
“1. Con relación al desarrollo básico de lo establecido por el Estatuto de autonomía de Cataluña, la Mesa del Parlamento, sin perjuicio del régimen general de la iniciativa legislativa establecido por el artículo 109, de acuerdo con la Junta de Portavoces y previa iniciativa de dos grupos parlamentarios o de una quinta parte de los diputados, puede decidir que en estas materias la iniciativa parlamentaria sea ejercida por el conjunto de grupos parlamentarios. A tal fin, la comisión que designe la Mesa del Parlamento debe constituir una ponencia, con representación de todos los grupos parlamentarios, para que elabore el texto de la proposición de ley en el plazo de tres meses, al término del cual se entiende que decae el encargo, salvo en caso de una prórroga otorgada expresamente. Para publicar la proposición, se sigue lo dispuesto por el artículo 112. 

2. El texto elaborado por la ponencia a que se refiere el apartado 1 se tramita por el procedimiento legislativo común. Las proposiciones de ley elaboradas siguiendo este procedimiento deben someterse al debate establecido por el artículo 114 y, si están firmadas por todos los grupos parlamentarios, no pueden ser objeto de enmiendas a la totalidad. La presentación de la proposición de ley debe efectuarse por el diputado designado por la ponencia.”
20. La ilegalidad que consideramos escandalosa se refiere a que la Mesa del Parlamento, por virtud de los dos acuerdos ya señalados, ha decido que la iniciativa parlamentaria para la aprobación de las tres proposiciones de ley señaladas, o sea, la integral de protección social catalana, la de régimen jurídico catalán y la de la Administración tributaria catalana sea ejercida por el conjunto de grupos parlamentarios. Esta decisión infringe lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento en relación con el artículo 62.2 del Estatuto. 
21. Es, como decimos, escandalosamente evidente que ni la proposición de ley integral de protección social catalana, ni la de régimen jurídico catalán, ni, por último, la de la Administración tributaria catalana, forman parte del ámbito material al que se refiere el citado artículo 62.2 del Estatuto. No son “leyes de desarrollo básico del Estatuto de Autonomía”. No forman parte, ni podrían encajar, en virtud de una interpretación expansiva, claramente contraria al Estatuto y, además, a la Constitución, por tener los efectos restrictivos respecto de la cláusula de Estado democrático, en la relación estrecha y estricta del citado artículo. 

22. Esta ilegalidad es suficiente, en los términos expuestos de la doctrina constitucional formulada por el Tribunal al que nos dirigimos, para entender que se ha producido una lesión al estatuto constitucional relevante de los parlamentarios, en particular, mis representados. 
Que los órganos parlamentarios actúen conforme a la legalidad a la que están sometidos, en particular, el Reglamento parlamentario, es una exigencia básica del estatuto constitucionalmente relevante de los representantes. La ilegalidad no sólo afecta a las facultades esenciales de los representantes, sino también a su seguridad. No pueden ejercer estas facultades cuando quedan al arbitrio o al capricho de tales órganos. Y así lo estarán cuando ejercen sus potestades de manera ilegal. 
La legalidad no sólo es un marco del ejercicio de las facultades del representante sino que es el que le dispensa la seguridad imprescindible para su libertad. No puede haber libertad si el representante está sometido al capricho y al arbitrio de los órganos parlamentarios. 

23. En el caso de los acuerdos de la Mesa del Parlamento de 1 y 8 de marzo, la ilegalidad es tan escandalosa que ha quebrado, no sólo la legalidad a la que están sometidos, sino el marco imprescindible para el ejercicio en libertad de las facultades esenciales del estatuto constitucional relevante de los representantes. No puede haber ejercicio libre y seguro cuando están sometidas, como en el caso que nos ocupa, a una decisión escandalosamente arbitraria, por ilegal, de la Mesa. La ilegalidad afecta a las facultades del estatuto constitucionalmente relevante de los representantes por la afectación directa de la libertad y seguridad en el ejercicio de sus facultades. 
24. Hay, en definitiva, una lesión de las facultades del estatuto constitucionalmente relevante de los parlamentarios y, en particular, de mis representados. Una lesión al ius in officium. Esta lesión no sólo tiene el plano general indicado, sino otro más concreto: el de las consecuencias jurídicas asociadas a la decisión de que la iniciativa parlamentaria sea ejercitada por el conjunto de los grupos parlamentarios. 
25. Los Acuerdos de la Mesa suponen, como dispone el citado artículo 126 del Reglamento, que “la iniciativa parlamentaria sea ejercida por el conjunto de los grupos parlamentarios”. 
Sin embargo, como se consigna en los acuerdos aprobados y así resulta de los antecedentes, cuatro grupos parlamentarios (grups parlamentaris de Ciutadans, el PSC, el PP y Catalunya Sí que es Pot) votaron, a través de sus representantes en la Junta de Portavoces, en contra. De igual modo, 3 miembros de la Mesa votaron también en contra de la adopción de los acuerdos impugnados por entender que no puede crearse una ponencia que el Reglamento configura como conjunta cuando  sólo la proponen dos de los seis grupos parlamentarios de la Cámara.  
Por lo tanto, se ha adoptado un acuerdo, por la mayoría de la Mesa, que representa a dos partidos, que consiste jurídicamente, en que todos, incluso los que han votado en contra, pasan a ejercer la iniciativa para la aprobación de las proposiciones de leyes que se ha señalado. 
A tal  fin, como se especifica en el citado artículo 126, “la comisión que designe la Mesa del Parlamento debe constituir una ponencia, con representación de todos los grupos parlamentarios, para que elabore el texto de la proposición de ley en el plazo de tres meses.” 
Por lo tanto, (1) la Mesa adoptada un acuerdo que supone que “la iniciativa sea ejercida por el conjunto de los grupos parlamentarios”, que (2) designará, dicha Mesa, una comisión que (3) constituirá una ponencia con “representación de todos los grupos parlamentarios”. 
26. Tanto el texto como la finalidad de la disposición reglamentaria, en plena coherencia con el artículo 62 del Estatuto de Autonomía y la función que se le encomienda a las “leyes de desarrollo básico del Estatuto”, contemplan el escenario de la unanimidad o, al menos, el de la ausencia de oposición, en relación con el acuerdo de la Mesa, la iniciativa legislativa, la constitución de la ponencia y otras fases del procedimiento parlamentario como la posibilidad de la exclusión de las enmiendas de totalidad.

27. Tiene sentido que, en el contexto jurídico indicado, la iniciativa conjunta sólo puede ser adoptada por el conjunto de los grupos para la constitución de una ponencia redactora, igualmente conjunta, para su tramitación conjunta e, incluso, excluirse las enmiendas a la totalidad porque si están firmadas las proposición de ley por todos los grupos, no tendrían sentido. 
Tiene sentido porque, como ya se ha expuesto, se trata de la elaboración de una Ley que requiere, para su aprobación, el concurso de la mayoría cualificada de los miembros de la Cámara. 
28. Insistimos que hay una lógica jurídica ínsita que conecta el artículo 62 del Estatuto de Autonomía con el artículo 126 del Reglamento del Parlamento. 
Unas leyes de desarrollo básico que requieren la aprobación por mayoría absoluta podrán ser objeto de tramitación parlamentaria como proposición de ley surgida de una iniciativa conjunta de todos los grupos parlamentarios. El consenso que requiere la aprobación de aquellas, escenario ciertamente ideal, se comienza a trabar desde la iniciativa legislativa. 
Es más, se podría decir que esta iniciativa conjunta de todos los grupos podría servir para compensar o corregir los eventuales desfallecimientos de la cláusula del Estado democrático al impedir que una mayoría de un partido o, en este caso, de dos partidos, pueda desplegar las peores consecuencias de la leyes que estatutariamente han de ser aprobadas, modificadas o derogadas por una mayoría cualificada: la denunciada petrificación del ordenamiento jurídico al servicio de un determinada opción política e ideológica como en este caso. 

29. En definitiva, la ponencia conjunta acordada por la Mesa del Parlamento, que ni es conjunta, ni dará lugar a una proposición conjunta al servicio de trabar unos consensos entre todos los grupos parlamentarios, tiene el efecto perverso de reforzar las peores consecuencias que tienen las leyes sostenidas por mayorías cualificadas en virtud de la exigencia estatutaria. 
Ya, desde la iniciativa, se pretende petrificar el ordenamiento jurídico al servicio de una opción política que rechazan los grupos que no han aceptado ni la iniciativa conjunta ni la tramitación de las leyes indicadas. Ya, desde el momento mismo de la iniciativa, se está prefigurando una mayoría que está decidida, como se ha puesto de manifiesto, en atropellar los derechos de la minoría que están protegidos tanto por la norma estatutaria como la reglamentaria. Estos derechos son los asociados a la legalidad, como aquellos otros, que se detallarán a continuación, vinculados al ejercicio de la representación que les corresponden a mis representados. 

3) Ilegalidad de los Acuerdos de la Mesa que afectan de manera directa al estatuto constitucionalmente relevante de mis representados en relación con el deber que le impone el Reglamento del Parlamento

30. Como decíamos, hay otra afectación directa al estatuto constitucionalmente relevante de los representantes. Si, como hemos señalado, (1) la Mesa adoptada un acuerdo que supone que “la iniciativa sea ejercida por el conjunto de los grupos parlamentarios”, que (2) designará, dicha Mesa, una comisión que (3) constituirá una ponencia con “representación de todos los grupos parlamentarios”, este acuerdo no es irrelevante en el terreno de los derechos y, en particular, deberes de los representantes y, en particular, de mis representados. 
El artículo 4 de Reglamento del Parlamento dispone, en su primer apartado, que “los diputados tienen el derecho de asistir a todas las sesiones del Parlamento y el deber de asistir a los debates y a las votaciones del Pleno y de las comisiones de las que son miembros. Cada diputado tiene el deber de pertenecer a una comisión, como mínimo …” Esto quiere decir que los Acuerdos de la Mesa, que conducirá, como ha quedado dicho, a la constitución de una comisión que, en su seno, nombrará una ponencia con “representación de todos los grupos parlamentarios”, tienen el efecto perverso de constituir a los diputados de los grupos que han votado en contra de la iniciativa, precisamente por considerarla ilegal, en una situación subjetiva de incumplimiento de uno de los deberes que el mismo Reglamento impone. 
Los diputados de los grupos que no aceptan la iniciativa conjunta forman parte de la comisión designada por la Mesa en el seno de la cual se crea la ponencia, y los diputados tienen el deber de participar en los debates. Por lo tanto, también en los de la ponencia que en el seno de esta comisión se constituya, máxime cuando, como dispone el Reglamento, expresa o canaliza la  pretendida “iniciativa conjunta” de todos los grupos. 
El acuerdo tiene el efecto lesivo en relación con las facultades de los diputados en constituirlos en la situación subjetiva de deber de pertenecer y asistir a debates y votaciones, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento.
31. Por lo tanto, la ilegalidad reglamentaria en relación con la consideración de que “la iniciativa parlamentaria sea ejercida por el conjunto de los grupos parlamentarios” en relación con proposiciones de ley que no pueden ser consideradas como “leyes de desarrollo básico del Estatuto” en los términos del artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía, tiene otra derivada que incide directamente en el estatuto subjetivo de los representantes al constituirlos en la situación subjetiva de deber de pertenecer y de asistir a los debates y votaciones cuando consideran que se ha violentado la legalidad parlamentaria. Coloca a los diputados, a los representantes, en la tesitura infernal de cumplir sus deberes de participar en una comisión contraria, de manera escandalosa, a la legalidad estatutaria y parlamentaria, o incumplirlos precisamente en razón de la doble ilegalidad. O se es partícipe de la ilegalidad o se es incumple la legalidad. La opción es elegir entre ilegalidades, la de incumplir la legalidad violentada por los Acuerdos o la impuesta por el Reglamento del Parlamento. 
32. En definitiva, ni la iniciativa es conjunta (por el rechazo de cuatro grupos), ni puede serlo (porque las proposiciones de ley presentadas no se ajustan a los ámbitos materiales delimitados por el artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía), y, además, lesiona las facultades de mis representados que integran “estatuto constitucionalmente relevante del representante público” que comprende los “derechos o facultades… que pertenezcan al núcleo de su función representativa parlamentaria”, según la doctrina constitucional aquilatada por el Tribunal ante el que comparecemos, en particular, tanto el derecho a que los órganos parlamentarios ejerzan sus poderes de manera ajustada a la legalidad a la que están sometidos como garantía de la libertad y seguridad en el ejercicio de aquellos derechos para, en particular, imponer a los diputados, en virtud del artículo 4 del Reglamento, un deber de pertenencia y asistencia a debates y votaciones en una comisión, a constituir como consecuencia de los Acuerdos de la Mesa objeto de impugnación, que son escandalosamente ilegales, en los términos expuestos, lo que conduciría a mi representados, en particular, a aquél obligado, en virtud del indicado artículo 4, a pertenecer a la Comisión y a asistir a debates y votaciones, a constituirse en la situación jurídica diabólica de pertenecer y asistir a una ponencia escandalosamente ilegal o a incumplir con sus deberes. O cómplice de la ilegalidad o incumplidor de los deberes parlamentarios. 
33. La ilegalidad de los acuerdos no sólo violenta la esencia del parlamentarismo (que los representantes puedan ejercer sus facultades con libertad y seguridad, frente al ejercicio arbitrario, por manifiestamente ilegal, de las facultades de los órganos del Parlamento), sino que, además, proyectan su ilegalidad en la esfera jurídica del diputado al colocarlo en la situación de, o bien cumplir con un deber a comportarse ilegalmente o bien incumplir con sus deberes como parlamentario. Se produce, por consiguiente, la doble afectación negativa del derecho fundamental de mis representados, al que se refiere el artículo 23.2 CE, a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, en relación con el derecho de los ciudadanos a participare en los asuntos públicos. 
No cabe la posibilidad, en términos constitucionalmente admisibles, a acceder y, por consiguiente, a ejercer la representación cuando la Mesa del Parlamento ha adoptado unos acuerdos tan escandalosamente ilegales. 
Una afectación a la legalidad del ius in officium no sólo en el plano general (el derecho a la legalidad como sustrato al ejercicio libre y seguro de las facultades del estatuto constitucionalmente relevante del representante), sino en el plano concreto de la esfera jurídica del representante por la imposición de un deber, proyección del deber general del artículo 4 del Reglamento, a pertenecer y a asistir a debates y votaciones, en una comisión y en una ponencia “con representación de todos los grupos parlamentarios”, como dispone el artículo 126 del Reglamento, que no recogen la representación de tales grupos puesto que cuatro (de hecho la mayoría de grupos de la cámara) de ellos han manifestado su rechazo. 
C. ARGUMENTOS A FAVOR Y EN CONTRA DE LA ILEGALIDAD DE LOS ACUERDOS

34. A favor y en contra de lo expuesto se han manifestado, respectivamente, tanto los servicios jurídicos del Parlamento como la Mesa a través de la motivación de los Acuerdos, en particular, el de 8 de marzo. 
35. Los Servicios Jurídicos del Parlamento de Cataluña elaboraron un informe, a instancias de la Mesa del Parlamento, en relación con las solicitudes de los grupos parlamentarios de Junts per Sí y de la CUP-CC de creación de ponencias parlamentarias conjuntas para la elaboración, respectivamente, y de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 126 del Reglamento, de una proposición de ley integral de protección social catalana, de una proposición de ley de régimen jurídico catalán y de una proposición de ley de la administración tributaria catalana. El Informe, fechado el día 16 de febrero de 2016, que se adjunta como Documento núm. 5, se muestra desfavorable a la admisión de las indicadas solicitudes al entender que eran contrarias a la legalidad parlamentaria. Las conclusiones a las que llegan son las siguientes, que aquí reproducimos, según nuestra traducción: 
“Primera. La creación de una ponencia conjunta es una especialidad del procedimiento legislativo establecida por el artículo 126 Reglamento del Parlamento de Cataluña (RPC) que tiene como supuesto de aplicación las leyes de desarrollo básico del Estatuto. En este caso, la Mesa y la Junta de Portavoces pueden determinar su constitución sin perjuicio del derecho de iniciativa regulado con carácter general en el artículo 109 RPC.

Segunda. La praxis parlamentaria muestra varios precedentes de constitución de ponencias conjuntas respecto de iniciativas ajenas a las materias propias del desarrollo básico del Estatuto. Y esta praxis justifica la presentación de las solicitudes de creación de las ponencias que son objeto de este informe. Sin embargo, hay que recordar que en estos casos en que las materias no corresponden al desarrollo básico del Estatuto, la decisión de la Mesa y de la Junta de Portavoces de crear las ponencias se ha tomado siempre con consenso o sin la oposición expresa de ningún grupo parlamentario.

Tercera. La finalidad de las ponencias conjuntas es, de acuerdo con lo que se desprende del artículo 126 RPC, la de constituir un marco de trabajo conjunto de todos los grupos parlamentarios para elaborar el texto de una proposición de ley.

Cuarta. La creación de una ponencia conjunta es una decisión referida a la organización del trabajo parlamentario que, como adoptada por los dos órganos competentes en este ámbito (Mesa y Junta de Portavoces), tiene efectos sobre los grupos parlamentarios y sobre los derechos y deberes inherentes al estatuto de los miembros de la cámara.

Quinta. El margen de decisión de que disponen la Mesa y la Junta de Portavoces es amplio cuando se trata de constituir ponencias conjuntas con relación a las materias que son propias del desarrollo básico del Estatuto. Sin embargo, este margen de decisión se debe considerar mucho más limitado si se trata de ponencias que no tienen como objeto este despliegue.

Sexta. En este último caso, si no se produce el consenso de todos los grupos parlamentarios o, como mínimo, de su mayoría, se presentan dudas sobre la viabilidad de la ponencia, porque esta pierde el sentido por el que ha sido prevista (ser ámbito de trabajo “conjunto” de los grupos) y porque su creación puede generar como efecto adicional que los grupos parlamentarios que se han opuesto deban asumir una participación activa en la elaboración de un texto normativo en contra de sus legítimos intereses políticos, obligación que el Reglamento no les impone.

Séptima. Los grupos parlamentarios que han solicitado la creación de las ponencias conjuntas pueden ejercer siempre su derecho de iniciativa de acuerdo con el procedimiento ordinario. También disponen de otros instrumentos parlamentarios que podrían ser utilizados alternativamente en la vía de la ponencia conjunta.”
36. Merece destacarse, del citado informe, que se subraya la ilegalidad de las solicitudes y, por consiguiente, las de los Acuerdos de la Mesa objeto de impugnación que han asumido aquellas solicitudes. 
Las razones son las aquí indicadas: (1) la iniciativa conjunta tiene un ámbito material delimitado por el artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía, lo que excluye su extensión a otros ámbitos, como los que constituyen los objetos de las solicitudes presentadas; (2) la praxis parlamentaria ha admitido la ampliación a otros ámbitos pero la decisión de la Mesa y de la Junta de Portavoces se ha tomado siempre con consenso o sin la oposición expresa de algún grupo parlamentario; (3) en cambio, cuando se rompe tal consenso, o sea, se amplía el ámbito en el que la iniciativa conjunta se despliega por la vía del acuerdo entre todos los grupos, se estaría perdiendo la finalidad para la que tal iniciativa se acuerda; no tendría sentido una iniciativa formalmente conjunta que no es materialmente conjunta porque no serviría como “marco de trabajo conjunto de todos los grupos parlamentarios para elaborar el texto de una proposición de ley”; (4) en consecuencia, al perder tal finalidad, el acuerdo deviene no sólo formal sino materialmente contrario a la legalidad parlamentaria lo que conculcaría los derechos de los diputados; (5) la creación, en las condiciones expuestas, “puede generar como efecto adicional que los grupos parlamentarios que se han opuesto deban asumir una participación activa en la elaboración de un texto normativo en contra de sus legítimos intereses políticos, obligación que el Reglamento no les impone”; y (6) “los grupos parlamentarios que han solicitado la creación de las ponencias conjuntas pueden ejercer siempre su derecho de iniciativa de acuerdo con el procedimiento ordinario”.
37. Los servicios jurídicos del Parlamento concluyen, así pues, afirmando dos cuestiones que son esenciales a los efectos de este recurso de amparo: (1) la ilegalidad de los acuerdos y (2) la lesión de los derechos y, en particular, del derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad en los cargos públicos (art. 23 CE). Estas son las conclusiones que se deducen del conjunto del informe. Vendrían, como decimos, a confirmar las conclusiones esenciales de la argumentación de este recurso de amparo. Piezas esenciales de la fundamentación de la pretensión que se concreta en el mismo. 
38. En contra de los sostenido en el informe citado y a los efectos de intentar disipar las dudas de ilegalidad, la Mesa del Parlamento, en la motivación del Acuerdo de 8 de marzo, lleva a cabo un intento baldío de superación de los obstáculos que, como se argumentará a continuación, no sólo no los disipa, sino que los reduplica. En la citada motivación se incluye un apartado, el segundo, dirigido a justificar que forma parte del margen de apreciación en manos de la Mesa, extender el ámbito material de la iniciativa conjunta más allá de lo establecido en el artículo 62.2 del Estatuto, en los siguientes términos que reproducimos, según nuestra traducción, a los efectos de rebatir los argumentos expuestos
“Segundo. En cuanto al margen de interpretación del artículo 126, más allá del cumplimiento de los requisitos formales, lo que se ha acreditado, procede hacer las siguientes consideraciones: 

a) El artículo 126 Reglamento del Parlamento de Cataluña (RPC) ha sido interpretado de una manera amplia y extensiva durante las últimas legislaturas y este hecho habitual no ha sido objeto de controversia por parte de la Mesa ni de la Junta de Portavoces. 

b) El artículo 126 RPC ha sido objeto en la praxis parlamentaria de una interpretación flexible que va más allá de su lectura estricta, formal y literal, como lo ponen de relieve las ponencias redactoras constituidas las últimas cinco legislaturas. 

c) En caso de duda sobre si la materia objeto de las proposiciones es de desarrollo básico estatutario, la Mesa, por un criterio de prudencia, no puede prejuzgar ex ante la adecuación del procedimiento de la ponencia redactora. 

d) No ha sido práctica habitual justificar antes del inicio de una ponencia redactora la adecuación del ámbito material. En cambio, la jurisprudencia avala que la Mesa verifique sólo los requisitos formales exigidos por las leyes. 

e) La referencia que hace el artículo 126 a «la representación de todos los grupos» no puede ser interpretada como requisito necesario para una ponencia redactora, ya que esto podría significar el derecho de veto de un solo grupo, claramente contrario al derecho de iniciativa legislativa que corresponde a los grupos parlamentarios. 

f) Este último argumento sirve también para quienes alegan que se vulnera el derecho de participación política, el ius in officium de los diputados. La praxis parlamentaria ha visto como el hecho de que en muchas iniciativas legislativas no participen algunos grupos no ha comportado que se alegue esta vulneración; es más, el mismo artículo 126.2 prevé la posibilidad de que el texto elaborado por la ponencia no sea firmado por todos los grupos parlamentarios. 

g) La ponencia redactora busca el máximo de consenso y de participación. Este «marco de trabajo conjunto» no se puede prejuzgar de antemano, aunque haya declaraciones en este sentido, más aún si se tiene presente que los grupos se pueden incorporar al inicio, pero también durante la elaboración de los trabajos. 

h) Este tipo de procedimiento es, de hecho, más garantista respecto a los grupos parlamentarios que otros procedimientos, ya que les permite participar en la elaboración de los trabajos desde el principio.”
39. Los argumentos expuestos no desvirtúan, al contrario, tanto lo afirmado y sostenido en este recurso, como por los servicios jurídicos del Parlamento. Se pone de manifiesto la incongruencia de sostener (1) que la praxis parlamentaria admite la ampliación del ámbito material de la iniciativa conjunta, extendiéndolo, por consiguiente, más allá de lo dispuesto en el artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía pero (2) silencia, de manera clamorosa, que tal ampliación ha sido fruto del acuerdo unánime de todos los grupos o de la ausencia de oposición de alguno de ellos, como reconoce el Informe de los servicios jurídicos, (3) este silencio es el que le permite sostener, de manera torticera, que no se le puede reconoce a ningún grupo el derecho de veto sobre el derecho de iniciativa de los otros, cuando (4) si hay unanimidad no hay derecho de veto, al contrario, se ha generado el consenso que alumbra y da sentido a la iniciativa que se denominada “conjunta” precisamente para expresar formalmente que hay un acuerdo conjunto de todos los grupos o, al menos, no hay la oposición de algunos, como en este caso que hay un rechazo de tres grupos. 
40. La incoherencia alumbra interpretaciones que son claramente absurdas: se confunde la iniciativa conjunta con la aprobación conjunta de la proposición legislativa; se confunde iniciativa con proposición. Que la iniciativa sea conjunta no implica necesariamente que se alumbre una proposición conjunta. Por esta razón, cabe la posibilidad, contemplada en el mismo Reglamento, de que uno de los grupos que han participado en la iniciativa se “descuelgue” en el momento de la aprobación de la proposición de ley lo que le habilitaría que se pudieran presentar enmiendas de totalidad. 
41. Para finalizar los argumentos incoherentes y falaces se alude a los controles formales de la Mesa respecto de las solicitudes. Que estos controles sean formales no le impide, precisamente por ser formales, llegar a la conclusión, escandalosamente evidente que tres solicitudes de ponencia conjuntas que versan sobre la protección social catalana, el régimen jurídico catalán y la Administración tributaria catalana no encajan en ninguno de los supuestos materiales enumerados en el artículo 62.2 del Estatuto. No hace falta mayores análisis, ya no del contenido de las solicitudes cuando del ámbito material al que se refiere el artículo 62.2 del Estatuto de Autonomía. En otros términos, el control formal de la Mesa se ha de proyectar desde el Estatuto que es el que delimita qué es lo que se ha de entender por “ley de desarrollo básico del Estatuto de Autonomía de Cataluña”. Es evidente que ninguna de la solicitudes encaja entre las materias que el mismo Estatuto considera como Ley de desarrollo básico del mismo. El parámetro del control no es el contenido de la solicitud sino, como resulta evidente, lo que el Estatuto de Autonomía dispone. Desde este parámetro, el resultado no puede ser otro que la ilegalidad de las solicitudes. 
42. Es pertinente recordar la doctrina constitucional ya expuesta sobre el derecho fundamental del artículo 23 CE en el contexto del amparo constitucional y que ha sido sistematizada en este recurso a la luz de la importante Sentencia del Tribunal Constitucional 23/2015, de 16 de febrero: las funciones de control que corresponde a los órganos de gobierno de las Cámaras no pueden suponer un control de la oportunidad política. El control podrá ser material “cuando la limitación venga establecida en la propia Constitución, las leyes que integran el bloque de la constitucionalidad o el Reglamento parlamentario concreto de aplicación. En caso contrario la verificación será siempre formal”. Estamos ante uno de esos supuestos en los que el control no sólo ha de ser formal sino también material, al menos, reducido para comprobar que el contenido de las solicitudes presentadas, en relación con lo dispuesto en los artículos 62.2 del Estatuto de Autonomía y el 126 del Reglamento del Parlamento, sólo pueden conducir a su rechazo. No se refieren a “leyes de desarrollo básico del Estatuto”. 

43. Y, fuera de este ámbito, se precisa la unanimidad, lo que no sucede. Un control básico o elemental delimitado a estos aspectos deberían conducir, como se ha expuesto, a la inadmisión de las solicitudes. Se podría ampliar materialmente el ámbito de las iniciativas conjuntas pero, en tal caso, se exigiría, como decimos, la unanimidad de todos los grupos o, al menos, que ninguno hubiese rechazado la constitución de este tipo de iniciativa. 
44. Por último, no hay ninguna lesión al derecho de iniciativa de los solicitantes. Estos pueden servirse de cualquiera de las fórmulas contempladas en el Reglamento. Ahora bien, no puede servirse de aquella que lesiona los derechos de los diputados, en particular, los de mi representados tanto a la legalidad de los acuerdos de los órganos de gobierno de la Cámara como a no sufrir la imposición de un deber a pertenecer y a asistir a debates y votaciones en comisiones y ponencias, por exigencia del artículo 4 del Reglamento, cuando se ha incumplido escandalosamente la legalidad. El deber o es dentro de la legalidad o es una imposición arbitraria, ilegal e ilegítima, como es el caso. 
D. LA ILEGALIDAD DE LOS ACUERDOS Y LA CONSIGUIENTE LESIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL QUE SIRVEN A LA EJECUCIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEL PARLAMENTO DE CATALUÑA DE 9 DE NOVIEMBRE DE 2015 QUE HA SIDO DECLARADA INCONSTITUCIONAL Y NULA POR EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

45. Como es público y notorio, el Parlamento de Cataluña adoptó, en su sesión del día 9 de noviembre de 2015, una resolución titulada “sobre el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia de los resultados electorales del 27 de septiembre de 2015”. En la citada Resolución se contiene el siguiente texto, cuya traducción extraemos de la Sentencia del Tribunal Constitucional 259/2015, de 2 de diciembre: 
“Resolución 1/XI del Parlamento de Cataluña de 9 de noviembre de 2015, sobre el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia de los resultados electorales del 27 de septiembre de 2015. 
Pleno del Parlamento de Cataluña 
El Pleno del Parlamento de Cataluña, en la sesión celebrada el 9 de noviembre de 2015, ha debatido el texto de la Propuesta de resolución sobre el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia de los resultados electorales (tram. 250-00001/11), presentada por el Grupo Parlamentario de Junts pel Sí y por el Grupo Parlamentario de la Candidatura d’Unitat Popular-Crida Constituent, y las enmiendas presentadas por el Grupo Parlamentario de Junts pel Sí y por el Grupo Parlamentario de la Candidatura d’Unitat Popular-Crida Constituent (reg. 195), por el Grupo Parlamentario del Partit Popular de Catalunya (reg. 196) y por el Grupo Parlamentario de Catalunya Sí que es Pot (reg. 198). 
Finalmente, de acuerdo con el artículo 165 del Reglamento, ha adoptado la siguiente 
Resolución 
‘‘Primero.–El Parlamento de Cataluña constata que el mandato democrático obtenido en las pasadas elecciones del 27 de septiembre de 2015 se basa en una mayoría en escaños de las fuerzas parlamentarias que tienen como objetivo que Cataluña sea un estado independiente y en una amplia mayoría soberanista en votos y escaños que apuesta por la apertura de un proceso constituyente no subordinado. 
Segundo.–El Parlamento de Cataluña declara solemnemente el inicio del proceso de creación de un estado catalán independiente en forma de república. 
Tercero.–El Parlamento de Cataluña proclama la apertura de un proceso constituyente ciudadano, participativo, abierto, integrador y activo para preparar las bases de la futura constitución catalana. 
Cuarto.–El Parlamento de Cataluña insta al futuro gobierno a adoptar las medidas necesarias para hacer efectivas estas declaraciones. 
Quinto.–El Parlamento de Cataluña considera pertinente iniciar en el plazo de treinta días la tramitación de las leyes de proceso constituyente, de seguridad social y de hacienda pública. 

Sexto.–El Parlamento de Cataluña, como depositario de la soberanía y como expresión del poder constituyente, reitera que esta cámara y el proceso de desconexión democrática del Estado español no se supeditarán a las decisiones de las instituciones del Estado español, en particular del Tribunal Constitucional, que considera falto de legitimidad y de competencia a raíz de la sentencia de junio de 2010 sobre el Estatuto de autonomía de Cataluña, votado previamente por el pueblo en referéndum, entre otras sentencias. 
Séptimo.–El Parlamento de Cataluña debe adoptar las medidas necesarias para abrir este proceso de desconexión del Estado español, de una forma democrática, masiva, sostenida y pacífica que permita el empoderamiento de la ciudadanía a todos los niveles y se base en una participación abierta, activa e integradora. 
Octavo.–El Parlamento de Cataluña insta al futuro gobierno a cumplir exclusivamente las normas o los mandatos emanados de esta cámara, legítima y democrática, a fin de blindar los derechos fundamentales que puedan resultar afectados por decisiones de las instituciones del Estado español, como los especificados en el anexo de esta resolución. 
Noveno.–El Parlamento de Cataluña declara su voluntad de iniciar negociaciones para hacer efectivo el mandato democrático de creación de un estado catalán independiente en forma de república, y acuerda ponerlo en conocimiento del Estado español, de la Unión Europea y del conjunto de la comunidad internacional.”
46. No reproducimos los Anexos porque no aportan nada a esta causa. Como es sabido, el Tribunal Constitucional, el Tribunal al que nos dirigimos, en la citada Sentencia 259/2015, declaró inconstitucional y nula la Resolución del Parlamento de Cataluña. Como se indica en la Sentencia, “de la lectura de la resolución 1/XI, de modo inequívoco, se desprende que se la considera el acto fundacional del «proceso de creación de un estado catalán independiente en forma de república» (apartado segundo) y a tal efecto se sirve de un lenguaje (futura «constitución», en el apartado tercero, o «soberanía» y «poder constituyente» en el sexto) que se pretende asimismo materialmente «constitucional».” 
47. La Resolución es un “acto fundacional” de la Republica catalana y que señala el comienzo del proceso constituyente. El proceso para dotar a dicha República de la Constitución que haga posible su efectiva proclamación como Estado independiente. Es, como se nos anuncia, el proceso constituyente, el de constitución de manera efectiva del Estado independiente declarado, el de la República de Cataluña. Y todo esto, como también nos señala la Sentencia, sobre la base “del supuesto alcance del «mandato democrático» recibido por el Parlamento de Cataluña en las elecciones de 27 de septiembre de 2015 (apartados primero y noveno), o el carácter «legítimo y democrático» del Parlamento de Cataluña por idéntica razón (apartado octavo), a la legalidad y la legitimidad de las instituciones del Estado, en particular de este Tribunal Constitucional, al que se considera directamente «carente de legitimidad y competencia».” Y continúa:

“El referido «mandato democrático» justificaría el anuncio de que las decisiones del Parlamento de Cataluña «no se supeditarán» a las adoptadas por las instituciones del conjunto del Estado, así́ como la apertura de un proceso constituyente «no subordinado», esto es, unilateral, calificado de «ciudadano, participativo, abierto, integrador y activo». En su escrito de alegaciones, el Parlamento de Cataluña reitera que la resolución «se apoya directamente sobre los principios básicos de la democracia y el pluralismo político». 
La resolución 1/XI pretende, en suma, fundamentarse en un principio de legitimidad democrática del Parlamento de Cataluña, cuya formulación y consecuencias están en absoluta contradicción con la Constitución de 1978 y con el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Ello trastoca no solo los postulados del Estado de Derecho, basado en el pleno sometimiento a la Ley y al Derecho, sino la propia legitimidad democrática del Parlamento de Cataluña, que la Constitución reconoce y ampara. 
En el Estado social y democrático de Derecho configurado por la Constitución de 1978 no cabe contraponer legitimidad democrática y legalidad constitucional en detrimento de la segunda: la legitimidad de una actuación o política del poder público consiste básicamente en su conformidad a la Constitución y al ordenamiento jurídico. Sin conformidad con la Constitución no puede predicarse legitimidad alguna. En una concepción democrática del poder no hay más legitimidad que la fundada en la Constitución. 
Por lo demás, el principio democrático, que constituye un valor superior de nuestro ordenamiento jurídico reflejado en el art. 1.1 CE (STC 204/2011, de 15 de diciembre, FJ 8) y que cuenta con diversas manifestaciones constitucionales [STC 42/2014, FJ 4 a)], no puede concebirse, como principio constitucional, de forma aislada y desvinculada del conjunto del ordenamiento constitucional y sus procesos. Como argumentaremos a continuación, la primacía incondicional de la Constitución es garantía de la democracia tanto por su fuente de legitimación y por su contenido como por la previsión misma de procedimientos para su reforma…”
48. Un proceso “constituyente” fundado en una supuesta legitimidad democrática al margen del ordenamiento jurídico. Este sedicente proceso recibe por el Tribunal y en la Sentencia que comentamos la más clara y firme calificación que se merece en unos términos que por su claridad evita cualquier comentario adicional. Este rechazo se plantea y formula en tres planos: 
a. Primero: el Parlamento de Cataluña  se afirma como un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político, liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica: 
“La Resolución impugnada desconoce y vulnera las normas constitucionales que residencian en el pueblo español la soberanía nacional y que, en correspondencia con ello, afirman la unidad de la nación española, titular de esa soberanía (arts. 1.2 y 2 CE). Se trata de una infracción constitucional que no es fruto, como suele ocurrir en las contravenciones de la norma fundamental, de un entendimiento equivocado de lo que la misma impone o permite en cada caso. Es resultado, más bien, de un expreso rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución misma, frente a la que se contrapone, de modo expreso, un poder que se reclama depositario de una soberanía y expresión de una dimensión constituyente desde los que se ha llevado a cabo una manifiesta negación del vigente ordenamiento constitucional. Se trata de la afirmación de un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político y liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica.”

b. Segundo: estamos ante una vía de hecho:

“La Cámara autonómica no puede erigirse en fuente de legitimidad jurídica y política, hasta arrogarse la potestad de vulnerar el orden constitucional que sustenta su propia autoridad. Obrando de ese modo, el Parlamento de Cataluña socavaría su propio fundamento constitucional y estatutario (arts. 1 y 2.4 EAC, antes citados), al sustraerse de toda vinculación a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, e infringiría las bases del Estado de Derecho y la norma que declara la sujeción de todos a la Constitución (arts. 1.1 y 9.1 CE). Este Tribunal dijo ya en la STC 103/2008 que el respeto a los procedimientos de reforma es inexcusable, de modo que "tratar de sortear, eludir o simplemente prescindir esos procedimientos sería intentar una inaceptable vía de hecho (incompatible con el Estado social y democrático de Derecho que se proclama en el arto 1.1 CE) para reformar la Constitución al margen de ella o conseguir su ineficacia práctica" (FJ 4). Esto es lo recogido en realidad en la Resolución l/XI, cuya apariencia de jurídicidad -por provenir de un poder sin duda legítimo en origen- debe ser cancelada mediante la declaración de inconstitucionalidad que aquí se decide.”

c. Y, tercero: una vía política dirigida a alterar el orden constitucional al margen del Derecho: 

“Como afirmamos en la STC 42/2014 (FJ 4), el planteamiento de concepciones que pretendan modificar el fundamento mismo del orden constitucional tiene cabida en nuestro ordenamiento, siempre que no se prepare o defienda a través de una actividad que vulnere los principios democráticos, los derechos fundamentales o el resto de los mandatos constitucionales, y el intento de su consecución efectiva se realice en el marco de los procedimientos de reforma de la Constitución. Cuando, por el contrario, se pretenden alterar aquellos contenidos de manera unilateral y se ignoran de forma deliberada los procedimientos expresamente previstos a tal fin en la Constitución, se abandona la única senda que permite llegar a ese punto, la del Derecho.”

49. El expreso rechazo del ordenamiento jurídico y, en particular, constitucional, es el que sustenta no sólo la declaración sino el proceso constituyente que anuncia. Todo, desde la Declaración hasta el proceso constituyente, es escandalosamente contrario al orden constitucional. Se beben de las mismas fuentes equivocadas, de la voluntad de la manifiesta negación del vigente ordenamiento constitucional. Se trata de la afirmación de un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político y liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica. Esto es lo que nos ha dicho el Tribunal Constitucional. Y nos lo ha dicho respecto de la primera pieza del proceso: la declaración de la República catalana. Ahora, con los Acuerdos de la Mesa del Parlamento de Cataluña objeto de impugnación mediante este Recurso de Amparo nos enfrentamos a las siguientes piezas de ejecución del proceso iniciado con aquella Resolución. Las piezas iniciales del proceso constituyente que habrá de desembocar en la elaboración, aprobación y ratificación de la Constitución de la República de Cataluña. 
50. La relación de las leyes que se pretenden aprobar, tras su elaboración como proposiciones de ley por la iniciativa legislativa conjunta decidida por los Acuerdos del Parlamento, no es baladí. Son las piezas esenciales dentro del proceso constituyente que ha de culminar en los términos indicados. Que hay una conexión entre las leyes, cuya aprobación se pretende, y la constitución del nuevo Estado independiente, proclamado en la Resolución declarada inconstitucional y nula por la Sentencia 259/2015, es tan escandalosamente evidente como queda acreditado por las palabras de sus protagonistas, pero también por informes de la Generalitat de Cataluña, en particular, del denominado Consell Assessor per a la Transició Nacional. 
51. Los dirigentes de los dos grupos proponentes, Grupo Parlamentario de Junts pel Sí y Grupo Parlamentario de la Candidatura d’Unitat Popular-Crida Constituent, no han dejado de reiterar que se tratan de “leyes de desconexión”. Una expresión bien significativa de lo que pretenden. Son, como han reiterado, las leyes claves para preparar el Estado para asumir la independencia que se hará efectiva en el plazo temporal que han fijado, incluso, en meses. Se adjuntan, como Documento núm. 6, algunas noticias recogidas en algunos medios de comunicación en los que de manera unánime se señala cuál es la finalidad de las leyes que se pretenden aprobar: la “desconexión”, la separación, la independencia de España, o sea, de su ordenamiento jurídico erigiendo otro que tiene en las leyes cuya aprobación se pretende sus pilares esenciales o fundamentales. 
52. Más ilustrativo, a nuestro juicio, es el contenido del Informe de la Generalitat de Cataluña, del denominado Consell Assessor per a la Transició Nacional (se adjunta como Documento núm. 7). Creado por Decret 113/2013, de 12 de 
ebrero, lo fue, según se detalla en el artículo 1, para “el asesoramiento [del Gobierno de la Generalitat] en relación con aquellos aspectos del Plan de Gobierno como la identificación y el impulso de estructuras de estado y / o aspectos necesarios para llevar a cabo la consulta, con la composición, funciones y régimen jurídico previsto en este Decreto”. Las funciones del Consejo fueron concretadas en el artículo 2 en los siguientes términos: “Analizar e identificar todas las alternativas jurídicas disponibles sobre el proceso de transición nacional; asesorar al Gobierno sobre la identificación de las estructuras estratégicas para el funcionamiento futuro del Gobierno y de las instituciones catalanas, y optimizar los recursos disponibles; proponer actuaciones e impulsar la difusión del proceso de transición nacional entre la comunidad internacional e identificar soportes; y asesorar al Gobierno para desarrollar las relaciones institucionales en Cataluña para garantizar el conjunto del proceso.”

53. Estamos ante un cualificado órgano asesor de la Generalitat en relación con el proceso de erección del nuevo Estado catalán independiente. En cuanto tal, en el contexto de los objetivos y funciones asignados, elaboró un informe, concretamente, el número 10, de julio de 2014, que lleva por expresivo título: “El proceso constituyente”. En sus 50 páginas desgrana qué es lo que habrá de hacerse para desplegar el indicado proceso constituyente. Se distingue entre fase previa al proceso y el proceso propiamente dicho. Este es el que conduce a la elaboración y aprobación de la Constitución de la República de Cataluña. En la fase previa se habrá de preparar las instituciones de la nueva República para afrontar la nueva tarea. Uno de los objetivos básicos (página 9) es el de “preparar internamente la creación del nuevo Estado”. Esta preparación consiste en lo siguiente, según se detalla en la página 11: 

“Respecto a la preparación para la creación del nuevo Estado, es necesario reiterar que, durante este período, Catalunya sigue formando parte del Estado español y, por tanto, se aplica íntegramente su ordenamiento jurídico e institucional. Ahora bien, una vez abierto un proceso negociador que tiene como destino final la separación del Estado y la constitución en Catalunya de un nuevo Estado independiente, el marco jurídico-constitucional aplicable en Catalunya, durante este periodo, debería modularse, porque la negociación de una separación por parte de las instituciones catalanas supone necesariamente que están tratando cuestiones que desbordan su marco competencial actual y, por tanto, debe reconocerse que, en este escenario, estas instituciones deben poder actuar más allá de sus competencias estrictas. No se puede predecir con exactitud cuáles serían las nuevas facultades que podrían desempeñar las instituciones catalanas, pero está claro que se les debería reconocer todas aquellas que fueran necesarias para poder negociar con el Estado las condiciones de la separación y también para poder llevar a cabo las actuaciones que correspondan a este proceso, tanto en el ámbito internacional como en la preparación interna para la creación del nuevo Estado. Incluso, si esta negociación se desarrolla en el marco de un procedimiento de reforma de la Constitución, como se ha apuntado en el informe del Consejo sobre la consulta (cit., apartado 7.1), se debería reconocer la capacidad de la Generalitat para desarrollar acciones en las cuatro direcciones citadas, al menos con carácter prospectivo, propositivo y preparatorio, sin tener de momento efectos directos y ejecutivos. Estas decisiones serían sólo efectivas a partir del momento de la proclamación de independencia, pero habrían podido prepararse en esta fase previa. 
Estas consideraciones sobre la necesidad de reconocer, en esta fase, una capacidad de actuación a la Generalitat que vaya más allá de las competencias que le reconoce el bloque de la constitucionalidad actual tienen sentido especialmente en relación con la necesidad de preparar las estructuras de estado necesarias para la creación y la puesta en funcionamiento del nuevo estado independiente. Sin entrar en el detalle de cuáles deban ser y cómo deban construirse, lo que se trata en otros informes de este Consejo, hay que notar, con carácter general, que estas estructuras básicas incluyen, entre otras, las relativas a la hacienda y a la administración económica y tributaria, a la seguridad social, al poder judicial, a la seguridad pública, a las infraestructuras, a las telecomunicaciones, a la energía y al agua, y a las relaciones exteriores. Durante esta fase preparatoria deberían, por tanto, construirse estas estructuras básicas, mínimas e indispensables para la creación del nuevo Estado, sin prejuzgar, sin embargo, las decisiones que al respecto tome la futura Constitución.”
54. En este párrafo se contempla la fase previa al proceso constituyente en sentido estricto, conforme a un criterio técnico-jurídico más riguroso, a desarrollar, incluso, en el contexto de “colaboración con el Estado español”. Formula dos afirmaciones que son centrales: (1) que la preparación del Estado catalán exige a las instituciones catalanas que “desbor[den] su marco competencial actual y, por tanto, debe reconocerse que, en este escenario, estas instituciones deben poder actuar más allá de sus competencias estrictas”; y (2) que la preparación exige dotarse, con carácter general, de unas “estructuras básicas [que] incluyen, entre otras, las relativas a la hacienda y a la administración económica y tributaria, a la seguridad social, al poder judicial, a la seguridad pública, a las infraestructuras, a las telecomunicaciones, a la energía y al agua, y a las relaciones exteriores. Durante esta fase preparatoria deberían, por tanto, construirse estas estructuras básicas, mínimas e indispensables para la creación del nuevo Estado.”
55. En este contexto, no nos puede extrañar que en la citada Resolución del Parlamento de Cataluña de día 9 de noviembre de 2015, declarada inconstitucional y nula por la Sentencia del Tribunal Constitucional 259/2015, se incluya en su apartado quinto lo siguiente: 

“El Parlamento de Cataluña considera pertinente iniciar en el plazo de treinta días la tramitación de las leyes de proceso constituyente, de seguridad social y de hacienda pública.”
56. Son, precisamente, las tres leyes de constitución de las instituciones claves o básicas del proceso de preparación del nuevo Estado independiente de Cataluña. Como se recordará, los Acuerdos de la Mesa objeto de impugnación deciden la creación de ponencias conjuntas para la elaboración de tres proposiciones de Ley, la integral de protección social catalana, la de régimen jurídico catalán y la de la Administración tributaria catalana. Son las tres a las que se refiere la Resolución y son las instituciones básicas o claves para el proceso de preparación de las estructuras del nuevo Estado a las que se refiere el citado Informe del Consell Assesor. No hay duda. Precisamente por esta razón, los protagonistas no ocultan que hay una conexión entre la declaración de independencia formulada por la Resolución de 9 de noviembre y el proceso constituyente, en sentido amplio, que incluye el de preparación de las instituciones básicas del nuevo Estado para que ya estén operativas cuando se proclame la independencia tras la culminación del proceso de constitución del nuevo Estado. 

57. Hay, por lo tanto, una relación directa entre la Resolución del Parlamento de 9 de noviembre de 2015 y las tres leyes cuya elaboración y aprobación se pretende a través de la singularidad del procedimiento legislativo reservado a las leyes de desarrollo básico del Estatuto mediante los Acuerdos objeto de impugnación. Es la inmensa paradoja del proceso secesionista: utilizar formalmente los mecanismos del Estado de Derecho para superar el ordenamiento jurídico y, en particular, constitucional. Se pretende utilizar un procedimiento de elaboración y aprobación de leyes de desarrollo básico del Estatuto para erigir las instituciones centrales del Estado independiente, para lo que, se reconoce expresamente, es imprescindible “desbordar” las competencias y, en general, el marco jurídico y constitucional. 
58. Los Acuerdos objeto de impugnación sirven, por lo tanto, al objetivo expresamente consignado en la Resolución del Parlamento de 9 de noviembre de 2015, en particular, en su apartado quinto. 

59. Es irónico que la Mesa del Parlamento pretenda argumentar que su control ha de limitarse a lo meramente formal cuando saben perfectamente cuál es el objetivo pretendido. Son formalistas, cuando conviene, y “espiritualistas” cuando interesa. El objetivo es sortear las restricciones del Estado de Derecho para hacer realidad su desiderátum inconstitucional. 
Como decía el Tribunal Constitucional, Tribunal al que nos dirigimos, con unos términos rigurosos, claros, excelentes, los, en nuestro caso, Acuerdos impugnados incurren en una infracción constitucional que “no es fruto, como suele ocurrir en las contravenciones de la norma fundamental, de un entendimiento equivocado de lo que la misma impone o permite en cada caso. Es resultado, más bien, de un expreso rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución misma”. Estamos ante dos Acuerdos que expresan de manera clara y expresa su rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución porque traen causa de una Resolución que ha expresado de manera clara y expresa el mismo rechazo a la Constitución. 

60. La nulidad de la Resolución de 9 de noviembre contagia, como es sabido, a todas aquellas otras que son sus derivadas. La nulidad radical de la Resolución, consecuencia de su inconstitucionalidad, extiende sus efectos igualmente anulatorios a todas aquellas otras resoluciones o acuerdos del Parlamento que pretenden, como en el caso que nos ocupa, hacer realidad sus determinaciones, como queda expresamente consignado en el apartado quinto de aquella Resolución. 
61. La inconstitucionalidad derivada de los Acuerdos de la Mesa del Parlamento de 1 y de 8 de marzo de 2016 por los que se establece que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento, reduplica la lesión que mis representados sufre a su derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a los cargos y funciones públicas y, por consiguiente, al de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos (art. 23 CE). 
62. La lesión ya no es fruto de un incumplimiento de la legalidad parlamentaria e, indirectamente, de la legalidad estatutaria. La lesión trae causa de un acuerdo que es inconstitucional. Una inconstitucional que no es fruto de una interpretación de unos u otros. Es la inconstitucional ya declarada por el Tribunal Constitucional por virtud de su Sentencia 259/2015, de 2 de diciembre. No es una inconstitucional hipotética. Es la así declarada por una Sentencia. Esto quiere decir que a mis representados se le está conculcando su derecho fundamental mediante una decisión de un órgano parlamentario que es fruto de la inconstitucionalidad declarada por el Tribunal en la indicada Sentencia. Una decisión inconstitucional dispensa una lesión, igualmente, inconstitucional, al derecho fundamental de mis representados a acceder y a ejercer la función de representación que han alcanzando tras las elecciones correspondientes, por lo que también se produce la lesión al derecho fundamental de los ciudadanos a la participación política (art. 23 CE). 
63. La lesión tiene otra derivada que no puede dejarse de señalar. Como hemos indicado, los Acuerdos, en el contexto de los derechos y deberes que integran el estatuto constitucionalmente relevante de los representantes, en este caso, mis representados, tienen un efecto jurídico determinado por el artículo 4 del Reglamento del Parlamento: el deber de participar en todas las comisiones que se constituyan, así como participar en los debates y votaciones que se produzcan. Los Acuerdos indicados, objeto de impugnación, comprometen a mis representados, fruto del indicado deber, a pertenecer, así como a participara en deliberaciones y votaciones, desde el momento en que conducen a la creación de una comisión y a una ponencia. 
Así habrá de suceder con el diputado que esté obligado, dado que todos, deberán pertenecer a una comisión, en los términos del citado artículo. En consecuencia, los Acuerdos, a la luz de lo dispuesto en el artículo 4, constituyen a los diputados en el deber de pertenecer y a participar en debates y votaciones, de comisiones y de ponencias que no sólo son fruto de la ilegalidad parlamentaria sino, además, lo que resulta aún más grave, de la inconstitucionalidad, al resultar, como ha quedado expuesto, de Acuerdos que se limitan a ejecutar lo dispuesto en la Resolución del Parlamento de 9 de noviembre de 2015, en particular, su apartado quinto. 
64. Por último, no menos importante, los Acuerdos objeto de impugnación, ilegales tanto por infracción de la legalidad parlamentaria, como por el contagio de la nulidad de la declaración de inconstitucionalidad de la Resolución del Parlamento de 9 de noviembre que pretende ejecutar, colocan a mis representados, fruto de los deberes que soportan como parlamentarios, ante el deber de incumplir la obligación que le impone, a su vez, la LOTC, en relación con las resoluciones adoptadas por el Tribunal Constitucional (art. 87.1). 
El juego perverso de la ilegalidad de los Acuerdos y los deberes parlamentarios (art. 4 del Reglamento) conduciría al absurdo de hacer partícipe a aquellos que han votado en contra de los Acuerdos, por considerarlos escandalosamente ilegales y, por consiguiente, lesivo de las facultades que integran el “estatuto constitucionalmente relevante” cubierto por el derecho fundamental a acceder y disfrutar del ejercicio de las funciones y cargos públicos, en condiciones de igualdad y, sobre todo, conforme a los requisitos señalados por las Leyes (art. 23 CE), a violentar una obligación de respetar lo resuelto por el Tribunal Constitucional que se ha pronunciado con claridad que la Resolución del Parlamento de Cataluña es inconstitucional y nula, por lo que también lo habrá de ser todas aquellas otras decisiones que traen causa, como en el caso que nos ocupa, de aquella otra.
65. Si el derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a funciones y cargos públicos es, como ha dicho la doctrina constitucional, un derecho de configuración legal, no puede, por virtud de unos Acuerdos como los impugnados, impulsar a mis representados a colocarse en una situación, a la que incluso están compelidos fruto de los deberes parlamentarios, que no sólo han de soportar el ejercicio arbitrario, por ilegal, de los poderes de los órganos parlamentarios, lo que afectaría a su libertad y seguridad en el ejercicio de las facultades que integran el estatuto jurídico de representante y, en particular, el constitucionalmente relevante por referirse a facultades esenciales de la representación, sino que, además, se le hace cómplice, por la vía de los indicados deberes, de actos que no sólo son flagrantemente contrarios al orden constitucional, sino, además, supone el incumplimiento de la obligación de cumplir con las resoluciones del Tribunal Constitucional. 

66. En definitiva, la más relevante violación del derecho de mis representados a acceder y ejercer en condiciones de igualdad y de legalidad las funcione y cargos públicos radica en que los Acuerdos los convierte en cómplices de una operación de constitución del nuevo Estado independiente catalán subvirtiendo el orden constitucional. 
A tal fin, se les convierte en rehenes para ejecutar tal operación que ha sido calificada por el Tribunal Constitucional como de un “expreso rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución misma, frente a la que se contrapone, de modo expreso, un poder que se reclama depositario de una soberanía y expresión de una dimensión constituyente desde los que se ha llevado a cabo una manifiesta negación del vigente ordenamiento constitucional. Se trata de la afirmación de un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político y liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica.” En esta radica la principal conculcación del derecho de mis representados: la que hace posible que sean rehenes de esta radical operación inconstitucional. 
Segundo. La especial transcendencia constitucional de este recurso de amparo

67. El artículo 50.1 b) LOTC establece, como requisito de admisibilidad del recurso de amparo, que revista “especial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales”. 
68. El precepto impone, como ha detallado la jurisprudencia constitucional, por todas, la STC 2/2013, de 14 enero, FJ 3, al recurrente “un «esfuerzo argumental» que ponga en conexión las vulneraciones constitucionales que alega con los criterios establecidos en el art. 50.1.b) LOTC ... Si bien el Tribunal se ha ocupado de destacar que la «especial trascendencia» no se predica de cada uno de los motivos de la demanda, sino del «recurso» en su conjunto, «puesto que el amparo constitucional no ha perdido su dimensión subjetiva como instrumento procesal para preservar o restablecer las violaciones de los derechos y libertades fundamentales, de manera que si el contenido del recurso justifica una decisión sobre el fondo, como aquí ha sucedido, debe ser admitido y examinado en la totalidad de su contenido, sin que sea posible incluir o excluir determinados motivos en función de su especial trascendencia constitucional. Dicho en otras palabras, la especial trascendencia constitucional se exige del recurso y no de cada uno de los motivos en concreto»”.

69. El Tribunal Constitucional ha identificado, como se detalla en la STC 155/2009, de 25 de junio, FJ 2, determinados supuestos en los que concurre esa especial trascendencia constitucional, avanzando en la interpretación del art. 50.1.b) LOTC y facilitando a los recurrentes el cumplimiento de la carga justificativa que impone el art. 49.1 LOTC” (STC 127/2013, de 3 junio, FJ 2). Estos supuestos son, entre otros, los siguientes: 
a) un recurso que plantee un problema o una faceta de un derecho fundamental susceptible de amparo sobre el que no haya doctrina del Tribunal Constitucional (supuesto ya enunciado en la STC 70/2009, de 23 de marzo); 
b) un recurso que dé ocasión al Tribunal Constitucional para aclarar o cambiar su doctrina, como consecuencia de un proceso de reflexión interna, …, o por el surgimiento de nuevas realidades sociales o de cambios normativos relevantes para la configuración del contenido del derecho fundamental, o de un cambio en la doctrina de los órganos de garantía encargados de la interpretación de los tratados y acuerdos internacionales a los que se refiere el art. 10.2 CE; 
c) cuando la vulneración del derecho fundamental que se denuncia provenga de la Ley o de otra disposición de carácter general; 
d) la vulneración del derecho fundamental traiga causa de una reiterada interpretación jurisprudencial de la Ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho fundamental y crea necesario proclamar otra interpretación conforme a la Constitución; 
e) cuando la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental que se alega en el recurso esté siendo incumplida de modo general y reiterado por la jurisdicción ordinaria, o existan resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho fundamental, ya sea interpretando de manera distinta la doctrina constitucional, ya sea aplicándola en unos casos y desconociéndola en otros; 
f) cuando un órgano judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del Tribunal Constitucional (art. 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial); 
g) “o, en fin, cuando el asunto suscitado, sin estar incluido en ninguno de los supuestos anteriores, trascienda del caso concreto porque plantee una cuestión jurídica de relevante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias políticas generales, consecuencias que podrían concurrir, sobre todo, aunque no exclusivamente, en determinados amparos electorales o parlamentarios”.

70. A la luz de lo expuesto, en el presente recurso de amparo concurre la especial trascendencia requerida. Como ha quedado expuesto, la doctrina constitucional mide “especial trascendencia constitucional” del recurso en atención a la “especial transcendencia del asunto”. Esta se calibra en el hecho de que el caso concreto plantea una cuestión jurídica de repercusión social o económica relevante y general o tiene unas consecuencias políticas generales. Entre tales asuntos se incluye, de manera expresa, “determinados amparos parlamentarios”. Como ha señalado la STC 1/2015, de 19 de enero, FJ 2: 
“los amparos parlamentarios, ex art. 42 LOTC, tienen una particularidad, respecto del resto de los recursos de amparo, en cuanto al marco de garantías del que disponen los eventuales recurrentes para invocar sus derechos fundamentales, cual es la ausencia de una vía jurisdiccional previa al amparo constitucional en la que postular la reparación de los derechos vulnerados y que se retrotrae, en origen, a la doctrina de los interna corporis acta, según la cual los actos de calificación y admisión de iniciativas parlamentarias no son objeto de fiscalización por los tribunales ordinarios. Esta circunstancia ha de conjugarse con el ejercicio del ius in officium por parte de los representantes políticos sin perturbaciones ilegítimas y, en última instancia, con el derecho de los propios ciudadanos a participar en los asuntos públicos mediante sus representantes (art. 23.1 CE), lo que sitúa a los amparos parlamentarios, al igual que a los amparos electorales, en una posición especial a la hora de determinar su dimensión objetiva respecto de la valoración de la especial trascendencia constitucional por parte de este Tribunal (STC 155/2009, FJ 2), dada la repercusión general que tiene el ejercicio de la función representativa y que excede del ámbito particular del parlamentario y del grupo en el que se integra”. 
En el caso que nos ocupa, el presente recurso de amparo, cumple con los elementos o criterios expuestos. Se trata de un amparo parlamentario en el que concurren las dos circunstancias señaladas en la doctrina constitucional (la ausencia de vía jurisdiccional previa al amparo constitucional y la repercusión general que tiene el ejercicio de la función representativa y que excede del ámbito particular del parlamentario y del grupo en el que se integra) que ponen de relieve la paradoja de unas relevantes, en términos jurídico-constitucionales, facultades esenciales para el desempeño del derecho fundamental, en cambio, sufre una disminución de su amparo judicial restringido o limitado al constitucional; probablemente, esta paradoja es la demostración de su importancia. Cuanto más importante, más necesidad de que el amparo sólo quede en manos de la más alta magistratura del Estado de Derecho, el Tribunal Constitucional. 

71. La “especial trascendencia constitucional” del “contenido del recurso”, se apreciará atendiendo, como dispone el artículo 50.1.b) LOTC, “a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales”. La transcendencia del contenido no puede disociarse de las circunstancias en las que se produce la lesión del derecho fundamental cuyo amparo se solicita. Estas circunstancias esenciales son, como ya ha sido expuesto, (1) la lesión de manera escandalosa del derecho fundamental de mis representados por actos del máximo órgano de gobierno de una Asamblea parlamentaria frente a la que sólo es posible el amparo constitucional, como ha quedado expuesto, que (2) es fruto del incumplimiento de la legalidad parlamentaria, asociada o vinculada, de manera necesaria, con (3) una operación que el propio Tribunal Constitucional ha entendido que se dirige a “desconoce[r] y vulnera[r] las normas constitucionales que residencian en el pueblo español la soberanía nacional y que, en correspondencia con ello, afirman la unidad de la nación española, titular de esa soberanía (arts. 1.2 y 2 CE). Se trata de una infracción constitucional que no es fruto, como suele ocurrir en las contravenciones de la norma fundamental, de un entendimiento equivocado de lo que la misma impone o permite en cada caso. Es resultado, más bien, de un expreso rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución misma, frente a la que se contrapone, de modo expreso, un poder que se reclama depositario de una soberanía y expresión de una dimensión constituyente desde los que se ha llevado a cabo una manifiesta negación del vigente ordenamiento constitucional. Se trata de la afirmación de un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político y liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica.” Por lo tanto, (4) la lesión que sufre en su derecho fundamental del artículo 23 CE mis representados forma parte de la ejecución o realización de una operación de constitución de un nuevo Estado para lo que es imprescindible la infracción constitucional tanto en la dimensión estructural del Estado como en una de sus facetas más relevantes: la de los derechos de los ciudadanos, la de participar a través de sus representantes y el derecho de estos a acceder y ejercer sus funciones y cargos en condiciones de igualdad. (5) La constitución del nuevo Estado no sólo atropella preceptos estructurales del Estado democrático de Derecho constituido por nuestra Constitución sino también derechos fundamentales de los ciudadanos españoles y, por consiguiente, de sus representantes. 

72. La especial transcendencia constitucional viene delimitada sustancialmente por la transcendencia constitucional del reto al Estado democrático de Derecho y de los derechos fundamentales de los ciudadanos españoles que supone el proceso de constitución de la nueva República catalana. 

En virtud de lo todo lo expuesto, al Tribunal

SUPLICA que, teniendo por presentado este escrito, documentos que lo acompañan y copias, admita el presente recurso de amparo, interpuesto en nombre de los señores Diputados del grupo parlamentario de Ciudadanos en el Parlamento de Cataluña referidos en el encabezamiento de este escrito, contra (1) Acuerdos de la Mesa del Parlamento de Cataluña del día 1 de marzo de 2016 por el que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento (publicados en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 72, de 3 de marzo de 2016); y (2) Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Cataluña de 8 de marzo de 2016 por el que se ratifican los anterior Acuerdo de 1 de marzo de 2016 (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 77, de 10 de marzo de 2016); y, previos los legales trámites, dicte sentencia OTORGANDO el amparo pretendido y, en consecuencia, declare NULOS los referidos Acuerdos de la Mesa del Parlamento de Cataluña, por violar los derechos fundamentales mencionados en el cuerpo de este escrito.
Es justicia que pide en Madrid, a 14 de marzo de 2016.
Letrado D. José Mª Espejo-Saavedra Conesa
Letrado D. Carlos Carrizosa Torres

Col. 32.974 ICAB




Col. 16.983 ICAB 

OTROSÍ DICE: 
73. Que, con arreglo al art. 56.2 LOTC, procede la suspensión de la eficacia de los Acuerdos aquí recurridos, en atención a los argumentos siguientes, que se desarrollarán en el incidente de suspensión previsto en la LOTC.
74. La toma en consideración de la medida propuesta se basa, por un lado, en lo dispuesto en la LOTC y, por otro, en la doctrina del Tribunal Constitucional que ha interpretado aquella. En cuanto a aquella, el artículo 56.2 LOTC dispone que “cuando la ejecución del acto o sentencia impugnados produzca un perjuicio al recurrente que pudiera hacer perder al amparo su finalidad, la Sala, o la Sección en el supuesto del artículo 52.2, de oficio o a instancia del recurrente, podrá disponer la suspensión, total o parcial, de sus efectos, siempre y cuando la suspensión no ocasione perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, ni a los derechos fundamentales o libertades de otra persona”. A su vez, el artículo 56.6 LOTC prescribe que “en supuestos de urgencia excepcional, la adopción de la suspensión y de las medidas cautelares y provisionales podrá efectuarse en la resolución de la admisión a trámite. Dicha adopción podrá ser impugnada en el plazo de cinco días desde su notificación, por el Ministerio Fiscal y demás partes personadas. La Sala o la Sección resolverá el incidente mediante auto no susceptible de recurso alguno”.

75. Por su parte, la reiterada doctrina del Tribunal, formulada, entre otras, en el Auto 16/2011, de 25 febrero, FJ 1, señala cómo “en supuestos de urgencia excepcional que demandan una inmediata decisión cautelar, so pena de convertir en inútil el recurso de amparo, el Tribunal Constitucional puede acordar la suspensión de la resolución impugnada (u otra medida cautelar) inaudita parte, como así lo ha venido haciendo este Tribunal desde la inicial redacción del art. 56 LOTC, en la propia resolución de admisión a trámite del recurso de amparo e incluso antes de la admisión a trámite, posibilidad que actualmente ha sido expresamente prevista en dicho precepto tras su reforma por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo”.
76. Como resulta evidente, la suspensión es una medida cautelar dirigida a evitar que el eventual amparo que se pudiera adoptar como consecuencia de la estimación del recurso se viese frustrado haciéndolo materialmente imposible porque el daño ya se habría consumado alumbrando una situación de hecho que, incluso, pudiese resultar irreversible. En el caso que nos ocupa, el que constituye el objeto de este recurso de amparo, los Acuerdos objeto de impugnación suscitan la lesión del derecho fundamental de mis representados en dos planos, como se ha indicado. Por un lado, el plano de las facultades que integran el estatuto constitucionalmente relevante de la representación que ostentan. Y, por otro, en el plano de la inconstitucionalidad de la operación de constitución del nuevo Estado catalán. Si, en el primero, la ilegalidad tiene como incidencia o consecuencia que se ve lesionado el marco de libertad y seguridad en el que los representantes han de ejercer sus facultades por lo que los órganos que controlan el ejercicio de aquellas han de hacerlo conforme a la legalidad, en el segundo, en cambio, la lesión se produce al convertirlos en rehenes y cómplices de la operación constituyente por virtud de las obligaciones derivadas del Reglamento del Parlamento que se traduce en el inmediato incumplimiento del deber constitucional impuesto por la LOTC de obedecer y respetar lo resuelto por el Tribunal Constitucional. Desde el momento, como ha sido expuesto, que el Tribunal ha declarado inconstitucional y nula la Resolución del Parlamento de Cataluña de 9 de noviembre de la que trae causa los Acuerdos objeto de impugnación, a mis representados se les convierte en rehenes y cómplices de una operación inconstitucional, así lo ha declarado el Tribunal, que se traduce en la desobediencia de las resoluciones del Tribunal. En estos dos planos, se precisa una medida cautelar inmediata para impedir que se consolide una situación jurídica pero también fáctica que supone una lesión grave del derecho fundamental de mis representados. 
77. El Tribunal Constitucional, ante el que comparecemos, por Auto 189/2015, de 5 de noviembre de 2015, así como por Auto 190/2015, de la misma fecha, todos publicados en el BOE núm. 296, de 11 de diciembre de 2015, acordó desestimar la petición de suspensión de la tramitación de la Resolución secesionista del Parlamento de Cataluña solicitada por esta parte por otrosí en el recurso de amparo interpuesto contra el Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Cataluña de 27 de octubre de 2015, por el que se admite a trámite la «propuesta de resolución sobre el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia de los resultados electorales» y contra el acuerdo de la misma Mesa, de 3 de noviembre de 2015, por el que se desestima la solicitud de reconsideración del anterior acuerdo formulada por los grupos parlamentarios de Ciudadanos y del Partido Socialista de Cataluña. 
78. Las razones que condujo al Tribunal a desestimar la suspensión fueron las siguientes: 
a. En primer lugar, el Tribunal recuerda que (1) “nuestro sistema de justicia constitucional contempla la posibilidad de que este Tribunal suspenda la ejecución de cualquier acto de los poderes públicos por razón del cual se reclame el amparo.” (2) “Esta facultad, … se sustenta en la necesidad de asegurar la efectividad de la futura sentencia, esto es, de preservar la integridad del derecho fundamental cuya vulneración se denuncia, en tanto en cuanto la ejecución del acto o resolución impugnados pudiera ocasionar un perjuicio que hiciese perder al amparo su finalidad; siempre y cuando, además, la suspensión no ocasione perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, ni a los derechos fundamentales o libertades públicas de una tercera persona (art. 56.2 LOTC)”. (3) “El art. 56.6 LOTC atribuye a este Tribunal la facultad de adoptar, en la propia resolución de admisión a trámite de los recursos de amparo, medidas cautelares sin oír a las partes, en supuestos de urgencia excepcional. (4) “La mera interposición de un recurso de amparo no obsta a la vigencia, efectividad o ejecutoriedad de las disposiciones generales, actos administrativos o resoluciones judiciales que sean objeto de impugnación. La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional establece el principio de que «la interposición del recurso de amparo no suspenderá los efectos del acto o sentencia impugnados» (art. 56.1), lo cual es consecuencia de la presunción de legitimidad que alcanza a todas las actuaciones de los poderes públicos, presunción inherente a la entera actividad pública (legislativa, ejecutiva y judicial). (5) “La suspensión se configura como una medida de carácter excepcional y de aplicación restrictiva (por todos, ATC 117/2015, de 6 de julio, FJ 1).” (6) “La acreditación del perjuicio es carga del recurrente, quien, además de alegar, debe probar o, por lo menos, justificar –ofreciendo un principio razonable de prueba– la irreparabilidad o dificultad de la reparación de los perjuicios de seguirse la ejecución del acto impugnado (ATC 90/2014, de 27 de marzo, FJ 1, entre otros muchos).” (7) “No procede la suspensión de actos o resoluciones ya ejecutados, por haberse producido en tal caso una pérdida de objeto de tal solicitud (ATC 288/2007, de 18 de junio, FJ único y resoluciones allí citadas). Y (8) “El criterio para resolver cualquier pretensión suspensiva ha de ser el de la preservación de la eficacia de un posible pronunciamiento estimatorio, sin prejuzgar cuál haya de ser el sentido de la futura sentencia que ponga fin al proceso de amparo (por todos, AATC 64/1990, de 30 de enero, FJ único, y 319/2003, de 13 de octubre, FJ 4); previsión tanto más difícil en cuanto el recurso de amparo verse sobre aspectos o facetas del derecho fundamental invocado acerca de los cuales el Tribunal no haya tenido aún ocasión de pronunciarse.”

b. En segundo lugar, proyectó las anteriores consideraciones sobre la solicitud de suspensión, lo que le condujo, como decimos, a su desestimación porque (1) “nuestro sistema de justicia constitucional posibilita, en los términos expuestos, la suspensión de la efectividad de los actos parlamentarios por razón de las cuales se reclame el amparo. De otra, este Tribunal ha destacado, como uno de los fundamentos del sistema democrático, que el Parlamento es la sede natural del debate político y que el eventual resultado del debate parlamentario es cuestión que no debe condicionar anticipadamente la viabilidad misma del debate (en este sentido, ATC 135/2004, de 20 de abril, FJ 6).” (2) “La petición cautelar trasciende a la función propia del recurso de amparo, promoviendo un control de constitucionalidad sobre una resolución que no se ha adoptado y cuyo contenido último se desconoce.” (3) “La no adopción de la medida cautelar solicitada, frente a lo que sostienen los demandantes de amparo, no hace perder al recurso de amparo su finalidad, pues la eventual sentencia estimatoria de la demanda conllevaría la declaración de nulidad de todos aquellos actos, incluidos los de trámite, que hubieran resultado lesivos de los derechos fundamentales de los demandantes de amparo, con la consiguiente adopción por este Tribunal de las medidas precisas para restablecer a los recurrentes en la integridad de sus derechos y facultades como miembros de las Cámara.”
c. En tercer lugar, rechazo expreso a los argumentos sobre los que se sostenía la suspensión: (1) “no es posible compartir la afirmación de los recurrentes de que, de llegar a celebrarse el Pleno del Parlamento catalán previsto para el día 9 de noviembre, un posterior pronunciamiento del Tribunal no serviría para remediar «la desconexión del orden constitucional español, con ignorancia de todas las resoluciones que dicten las instituciones españolas, en particular este Tribunal Constitucional, y el inicio de un proceso constituyente en Cataluña para la secesión y la creación de una Republica catalana independiente».” (2) “Sin desconocer el riesgo de que en el anunciado Pleno del Parlamento catalán se apruebe una resolución acorde con la propuesta tramitada, ello no debe llevar a distorsionar el momento asignado por el Ordenamiento constitucional a cada institución para ejercer sus competencias. En este momento es a la propia Cámara autonómica a la que corresponde velar porque su actuación se desarrolle en el marco de la Constitución. El deber de fidelidad a la Constitución por parte de los poderes públicos (que en la STC 42/2014, de 25 de marzo, FJ 4, fue destacado en relación con las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas) «constituye un soporte esencial del funcionamiento del Estado autonómico y cuya observancia resulta obligada» (STC 247/2007, de 12 diciembre, FJ 4). Por tanto, son las Asambleas parlamentarias, en su condición de poderes constituidos, las que, en primer lugar, deben velar por que sus decisiones se acomoden, en todo momento, a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico (art. 9.1 CE), sin perjuicio de que la última palabra, cuando así se le pida, le corresponderá a este Tribunal Constitucional. Así ocurrió en la STC 42/2014, de 25 de marzo, en la que este Tribunal enjuició, declaró inconstitucional y anuló parcialmente, la resolución 5/X del Parlamento de Cataluña, por la que se aprobó la denominada «Declaración de soberanía y del derecho a decidir del pueblo de Cataluña».” Y (3) “El contenido de las disposiciones, resoluciones o actos emanados de un poder público, cualquiera que sea, no menoscaba la integridad de las competencias que la Constitución encomienda a este Tribunal, que ejercerá cuando proceda, con prudencia y determinación.”
79. Se debe reconocer la prudencia y ponderación con la que el Tribunal ha ejercido sus facultades, sobre la base de los argumentos expuestos. Sin dejar de celebrar, como decimos, tales argumentos, queremos llamar la atención al Tribunal sobre un hecho que marca la diferencia respecto del supuesto objeto de la resolución comentada. Mientras que el Auto 189/2015 se pronuncia, de manera desestimatoria, sobre la solicitud de suspensión de un hecho que iba a suceder, la convocatoria del Pleno del Parlamento y la posterior adopción, como sucedió, de la Resolución de 9 de noviembre de 2015, en el caso que nos ocupa, el que constituye el objeto de este recurso de amparo, la lesión no se anuncia que se va a producir. La lesión ya se ha producido desde el momento en que la Mesa del Parlamento ha adoptado los dos acuerdos objeto de impugnación. No es una lesión futura y, por consiguiente, posible. Es una lesión cierta, real y ya producida. Nos movemos, así pues, en otro plano. 
80. Dando por sentado que la lesión ya se ha producido, las preguntas que nos surgen son las siguientes: ¿qué efectos producirá la eventual estimación de este recurso de amparo en relación con los efectos ya consolidados, o sea, las lesiones sufridas y soportadas por mis representados? Y aún más concreta: ¿qué debería hacer mis representados en relación con el deber de formar parte y de participar en debates y votaciones en las comisiones y ponencias constituidas como consecuencia de los Acuerdos objeto de impugnación? Supongamos que el Tribunal admite y resuelve de manera favorable este recurso de amparo según los plazos habituales, hasta entonces: ¿qué deben hacer mis representados para protegerse frente a la exigencia reglamentaria expuesta? Y aún más concreta: ¿qué deberán hacer mis representados en relación con las eventuales responsabilidades que se pudieran deducir por el incumplimiento del deber formulado en el artículo 87 LOTC, en relación con el artículo 92 LOTC? Si no se suspende la eficacia de los acuerdos impugnados el tiempo haría posible la consolidación, incluso, de manera irreversible, de los efectos derivados, insistimos, de una lesión que ya se está produciendo tanto en el plano general relativo al estatuto constitucionalmente relevante de los diputados y, en particular, de mis representados, como en el concreto relativo a la constitución de éstos en la condición de cómplices de una operación de preparación de las instituciones centrales del nuevo Estado catalán que, como ha indicado el propio Tribunal, suponen desobedecer, desconocer e incumplir la fuerza de obligar de la Constitución por una vía de hecho. Esta complicidad es fruto de convertir a mis representados en rehenes por la vía de los deberes que soportan todos los parlamentarios de pertenecer, al menos, a una comisión, por lo que, también deberán pertenecer a la comisión que se constituya, así como de participar en debates y votaciones que en las mismas se celebren. Siendo así, como ha quedado acreditado, y los promotores no se recatan en reconocerlo, que las proposiciones de ley son de “desconexión”, o sea, de preparación de las instituciones esenciales del Estado independencia, de la República catalana, la lesión no sólo es efectiva sino que la eventual reparación posterior por la vía de la estimación del recurso de amparo no tendría virtualidad práctica o sería muy escasa. El daño ya estaría producido y consumado. 
81. Entendemos y compartimos la ponderación del Tribunal. Es razonable. Sin embargo, no estamos ante una situación ordinaria. Como el mismo Tribunal ha reconocido en relación con la Resolución del Parlamento de Cataluña de 9 de noviembre de 2015, en la Sentencia 259/2015, estamos ante una vía de hecho que tiene como finalidad la alteración del orden constitucional; la ponderación debe adecuarse a las circunstancias en que debe operar, cuando estamos ante “un expreso rechazo a la fuerza de obligar de la Constitución misma, frente a la que se contrapone, de modo expreso, un poder que se reclama depositario de una soberanía y expresión de una dimensión constituyente desde los que se ha llevado a cabo una manifiesta negación del vigente ordenamiento constitucional. Se trata de la afirmación de un poder que se pretende fundante de un nuevo orden político y liberado, por ello mismo, de toda atadura jurídica”, no parece razonable que no se acuerde la suspensión cuando la lesión ya se ha producido, no futura o hipotética, derivada de unos Acuerdos que ya son contrarios a la legalidad parlamentaria y que ya colocan a los diputados, en particular, a mis representantes, ante el deber de incumplir la legalidad constitucional convirtiéndose en rehenes de la operación constituyente en marcha, por lo que la consolidación de aquellos efectos y otros derivados harían inviable la reparación de las lesiones. 
En su virtud, al Tribunal

SUPLICA que tenga por formuladas las precedentes alegaciones y otorgue de forma inmediata la medida cautelar de SUSPENSIÓN de los Acuerdos recurridos contra los que se dirige este amparo, dada que la ejecución o eficacia de los mismos ya están produciendo  un perjuicio a mis representados que pudiera hacer perder al amparo su finalidad, en el contexto extraordinario de una vía de hecho, como así lo ha calificado el Tribunal Constitucional, dirigida a desobedecer el orden constitucional, lo que, en el contexto de los deberes parlamentarios, coloca a mis representados en cómplices, además de desobedecer a las resoluciones del Tribunal Constitucional.
Es de justicia que pide en lugar y fecha ut supra.
Letrado D. José Mª Espejo-Saavedra Conesa
Letrado D. Carlos Carrizosa Torres

Col. 32.974 ICAB




Col. 16.983 ICAB

RELACIÓN DE DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTAN COMO ANEXOS

1) Documento 1. Poder de representación
2) Documento 2. Acuerdos de la Mesa del Parlamento del día 1 de marzo de 2016 por los que se decide que la iniciativa parlamentaria en relación con las proposiciones de ley integral de protección social catalana, de régimen jurídico catalán y de la Administración tributaria catalana, sea ejercida de manera conjunta por los grupos parlamentarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126.1 del Reglamento del Parlamento (publicados en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 72, de 3 de marzo de 2016); 

3) Documento 3. Acuerdo de la Mesa del Parlamento de 8 de marzo de 2016 por el que se ratifican los anteriores Acuerdos de 1 de marzo de 2016 (publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña número 77, de 10 de marzo de 2016).

4) Documento 4. Escrito presentado por el Grupo Parlamentario Ciudadanos para la reconsideración del Acuerdo de la Mesa de 1 de marzo de 2016

5) Documento 5. Informe de los Servicios Jurídicos del Parlamento de Cataluña de 16 de febrero de 2016.

6) Documento 6. Noticias recogidas en algunos medios de comunicación sobre la finalidad de las leyes cuya aprobación se pretende por la vía de la iniciativa legislativa conjunta aprobada por los Acuerdos de la Mesa del Parlamento. 
7) Documento 7. Informe núm. 10 del Consell Assessor per la Transicio Nacional titulado “proceso constituyente” de julio de 2014
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